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Resol. Serie “C” N° 51

Expte. N° 18.016 – Año 2013 – Autos: “Partido Movimiento Viable s/ Acción Meramente Declarativa – Salto de Instancia” y Expedientes Acumulados.

Santiago del Estero dieciocho de octubre de dos mil trece.

Voto del Dr. Sebastian Diego Argibay.



Y Vistos: 



Para resolver el recurso de apelación por salto de instancia, interpuesto por la apoderada del partido político “Movimiento Santiago Viable” en las presentes actuaciones (fs. 17/32 vta.) y declarado admisible por este Superior Tribunal mediante resolución de fecha 01/10/13 (fs. 51/57).-------------------------------------



Y Considerando: 



I) Que el recurso es interpuesto en contra de la sentencia dictada en primera instancia por el juzgado civil y comercial de 2ª Nominación, “que declara la inconstitucionalidad de la cláusula transitoria sexta de la Constitución provincial, y en consecuencia, permite que el actual Gobernador pueda presentarse como candidato para obtener una nueva reelección” (sic).----------------------

II) Que en fundamento de su petición, la apelante sostiene que en la especie está en juego un bien colectivo, como lo es, el régimen republicano y democrático constitucional.-------------------------------

Aduce que el partido político que representa, tiene legitimación para reclamar en sede judicial la tutela de dicho bien, atento que el mismo es una institución fundamental del sistema democrático, y como tal, a mas de contar con un derecho personal, concreto y diferenciado a que en la contienda electoral no participen personas que se encuentren constitucionalmente inhabilitadas, tiene el derecho y el deber de velar para que dicho proceso -del cual resultará elegido el nuevo gobernador-, se lleve a cabo de acuerdo con los límites constitucionales. ----------------------------------------



Afirma que resulta violatorio de las garantías de debido proceso y defensa en juicio considerar que no hay “caso” con referencia al partido político que representa, atento que de ese modo el litigio quedaría integrado por el partido Federal (que quiere postular a Zamora) y el Gobierno de la Provincia (ejercido por el propio Zamora), resultando más que un conflicto, un monólogo entre el Gobernador y sus acólitos.------------

Argumenta que el fallo atacado, luego de citar un sinnúmero de precedentes que resultan inaplicables al caso analizado, justifica su embestida contra la cláusula transitoria sexta en la violación al principio constitucional de la igualdad; con el argumento de que dicha disposición sólo considera como primer mandato al del Gobernador y no al del Vicegobernador, “toda vez que a partir del 2.009 se crea un nuevo orden jurídico en el cual el vicegobernador se convierte en presidente nato de la Legislatura, y, de esta forma un Gobernador eventual... resultando patente la desigualdad del Sr. Gerardo Zamora con respecto al Vicegobernador, como a los demás ciudadanos... lo que genera un acto de proscripción y discriminación” (sic). -----------------------------------



Expresa, que de un análisis de las normas jurídicas en juego, las cuales son ley suprema en la provincia, no surgen dudas de que el actual Gobernador no tiene ningún tipo de posibilidad, sin reformar previamente la Constitución provincial, de competir en las próximas elecciones para ocupar nuevamente el cargo.---------------

Señala que dicha postura encuentra sustento en el texto de la cláusula transitoria novena de la Constitución Nacional, de idéntica redacción a la cuestionada en la especie, la cual sortea sin inconvenientes su confrontación con el art. 16º.----------

En ese contexto afirma que la convención reformadora no tiene poderes ilimitados, sino que por el contrario, sólo puede considerar la revisión de aquellos puntos cuya reforma fue declarada necesaria por el Legislador, lo que no implica sostener que aquél órgano esté sometido a los criterios que éste determine, ya que no existen otras limitaciones que las que resulten del contenido mismo de la constitución.-----------------------

Entiende que admitir lo contrario, restringiendo las facultades de la Convención a la homologación de los contenidos de las reformas declaradas necesarias por el Congreso, implicaría conferir el traslado del poder constituyente al Órgano Legislativo. Destaca que dicha doctrina, elaborada respecto del art. 30º de la C.N. es aplicable al caso de Santiago del Estero, aceptándose a su vez, que el Poder Judicial controle la constitucionalidad de dicha reforma, pero limitando dicha competencia a casos excepcionales y en los que la transgresión en la que haya incurrido la Convención reformadora sea clara y manifiesta. ----------------------------------------------



En esta línea de pensamiento sostuvo la regularidad de la actuación del poder constituyente local, atento que la Ley Nº 6.736 que declaró la necesidad parcial de la reforma, dispuso la competencia de la Convención en sus artículos 2º y 3º, dentro de los cuales se encontraba, precisamente, la duración del mandato del Gobernador y la posibilidad de su reelección, así como la prohibición de un tercer mandato consecutivo. Por lo tanto alega, que la cláusula transitoria sexta en cuanto no hace más que regular la situación del Poder Ejecutivo en ejercicio al momento de sancionada la reforma, -permitiéndole sólo una reelección-, es coherente con sus antecedentes constitucionales y se encuentra dentro del ámbito de posibilidades que permite la ley que habilitó la reforma, razón por la cual, su invalidación constitucional sólo podría provenir de la colisión con normas federales (art. 31º de la C.N.). -----------------------------------



Resalta que no obstante los principios elementales que sustentan el régimen constitucional, a los cuales las provincias no pueden ser ajenas -a saber: división de los poderes constituidos entre sí, de éstos respecto del poder constituyente, así como el origen de este último en la soberanía del pueblo-, la sentencia judicial cuestionada permite que un poder constituido arrebate al pueblo su poder soberano y modifique el texto de la ley fundamental, en un sentido distinto al pretendido por el constituyente. -------------------------



Argumenta que tanto la Nación como la Provincia han adoptado la forma republicana, la cual supone que el poder proviene del pueblo, el cual se expresa a través de la Constitución, cuyas reglas no pueden ser obviadas por los poderes delegados. Por ello estima, que encontrándose claramente previsto en el texto constitucional la imposibilidad de que el actual Gobernador se presente procurando una nueva elección, este límite concreto sólo puede sortearse mediante una modificación constitucional llevada a cabo por los carriles institucionales previstos al efecto. En razón de ello concluye, que cualquier pretensión de sostener la validez constitucional de una nueva reelección del actual Gobernador, fundada en la voluntad de las mayorías, resulta jurídicamente inadmisible en nuestro sistema constitucional.------------



Sostiene que mediante el argumento de la irretroactividad se está afirmando, implícitamente, que el actual Gobernador tenía, antes de la reforma constitucional, un derecho adquirido a ser candidato a dicho cargo en el 2.013. Entiende que resulta inaplicable al caso de autos el precedente fijado en el caso Angeloz, precisamente, por no prever la convención constituyente de la Provincia de Córdoba, una disposición transitoria como la evaluada en la especie. -------------------------------



Arguye que la constitucionalidad de la cláusula transitoria sexta encuentra respaldo en lo sostenido en la causa “Fernandez, Roberto” del 17-03-08, así como en la doctrina sentada al respecto por autores como Bidart Campos, Quiroga Lavie, entre otros. Argumenta que no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, pues no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma de la dignidad humana, sino sólo aquella que carece de justificación objetiva y razonable. ------------



Finalmente expresa que en el sub-examine se manifiesta un inocultable caso de gravedad institucional que excede el interés de las partes en el juicio, ya que la forma en que se resuelva el pleito tendrá una indudable incidencia en la configuración de las instituciones básicas de la Nación, pues lo que esta en discusión en el fondo, no es otra cosa que el respecto de la garantía federal por parte de una provincia. Al respecto menciona que la derogación de la cláusula constitucional referenciada, afecta la rigidez de la Constitución provincial y con ello la supremacía de dicha norma, fundamento de la forma republicana de gobierno. En ese orden sostiene que si las legislaturas provinciales no pueden conferirles a los gobernadores de provincia ni facultades extraordinarias, ni la suma del poder público, está más que claro que tampoco puede hacerlo su Poder Judicial.-------------------------------------------------



III) Que corridos los traslados de ley, comparece el Partido Federal (hoy Frente Cívico por Santiago), contesta la vista conferida, y solicita el rechazo del recurso impetrado, con costas (fs.  79/84).---



Al respecto alega que si bien la vía recursiva deducida se encuentra prevista en el art. 193º de la constitución provincial, la accionante ha sido negligente en la tramitación de la presente causa, omitiendo ejercer los actos procesales en tiempo oportuno, y habiendo dejado vencer los términos para interponer el recurso de apelación contra la sentencia recaída. De ese modo entiende que el fallo dictado en primera instancia se encuentra firme y por lo tanto no es recurrible, resultando improcedente pretender enmendar, por este medio procesal, el descuido mencionado.-------------------------



Sostiene que para poder deducir una acción como la de autos, el impugnante debe encontrarse en un estado de incertidumbre que le resulte perjudicial, precisando el daño, perjuicio o lesión que le ocasiona la falta de certeza, ya que el interés legítimo es el presupuesto de la acción. Manifiesta que las afirmaciones del accionante son de una generalidad tal que no permiten, en el caso, tener por configurado el interés determinado, diferenciado, inmediato y sustancial que permita considerar la presente, como “caso, causa o controversia”, habilitante del ejercicio de la función jurisdiccional. Expresa que la cuestión debatida no produce ningún daño actual o inminente, ni vulnera los derechos del partido político Viable, ni el de su máximo referente como candidato, ciudadano o elector. Agrega que las citas jurisprudenciales mencionadas por la sentenciante tienen como finalidad afirmar que el procedimiento de reforma constitucional es una cuestión justiciable, y es en uso de dichas facultades que la Sra. Juez se avocó a interpretar si la cláusula transitoria sexta era o no constitucional. 

Aduce que la disposición mencionada contiene una discriminación -la cual es reconocida por el agraviado en la fs. 4 de su escrito-, en cuanto viola el principio de igualdad, al dar un tratamiento desigual, en el nuevo ordenamiento jurídico vigente a partir de la reforma del 2.005, al Gobernador con relación al Vicegobernador respecto al mandato de los mismos. -----------------------



Esgrime que la actora, al sostener que la Convención Reformadora Provincial se ha extralimitado en sus facultades al incorporar la cláusula controvertida, cuestiona un supuesto fundamento, que no fue mencionado, ni referenciado por la resolución en crisis. Aduce que cuando se realiza una reforma constitucional se configuran dos tipos de restricciones en la labor de los convencionales: una externa al texto constitucional, que surge de la ley de reforma en la cual la legislatura fija los cauces por los que debe transitar la Constituyente; y, otra interna del mismo, la cual está conformada por la exigencia de coherencia con los demás artículos que no son afectados por la reforma. En razón de ello entiende, que el poder judicial ejerció efectivamente el control constitucional, atento que el poder constituyente derivado se excedió o sobrepasó de los límites impuestos por la norma reformadora, violando el principio de igualdad y por lo tanto, quebrando la lógica jurídica del articulado de la propia Constitución. ----------------------------------



Agrega que los recurrentes al sostener el argumento de la imposibilidad de aplicación retroactiva de la ley, hacen una critica de los dichos de los “actores” y no de la sentencia, dejando traslucir que sus quejas, mas que constituir un escrito de expresión de agravios, implican la redacción de un libelo de contestación de demanda. En ese sentido afirma categóricamente, que el 23 de marzo del 2.009, marca el momento en que entran en plena vigencia las normas relativas a la naturaleza y duración del poder ejecutivo, pertenecientes al nuevo ordenamiento jurídico, y en consecuencia, es a partir de esa fecha que tiene operatividad el nuevo art. 152º, dejando abierta la posibilidad para el Dr. Zamora de una reelección en la contienda electoral de octubre del 2.013. 

Así las cosas, concluye que la disposición transitoria sexta esta viciada de inconstitucionalidad, al pretender que el mandato cumplido bajo la vigencia de una ley anterior quede comprendido en las nuevas previsiones constitucionales. ----------------------------------------



Que a su turno, comparece Fiscalía de Estado (fs. 88/89), y contesta la vista conferida a su parte, peticionando se rechace el planteo formulado por la Dra. Larcher atento la inadmisibilidad de la cuestión traída a tratamiento. ---------------------------------------------



En ese sentido expresan que en la especie no existe instancia, ni juicio, en virtud de que a la recurrente se le agotó el plazo que tenía para apelar sin que haya exteriorizado su voluntad en tiempo y forma, ya que su presentación fue rechazada por extemporánea. ------



Agrega que con motivo de ello la profesional mencionada concurrió en queja por ante la Excma. Cámara de Apelaciones de 2º Nominación (23-09-13), quien se expidió rechazando el planteo el 04-10-13. De ese modo advierte que el proceso ha fenecido y mediante el remedio deducido se estaría “resucitando”, en violación de principios relativos a la cosa juzgada, el debido proceso y derecho de defensa, máxime si se tiene en cuenta la forma en que le fuera notificado el “per saltum”, sin que se hayan habilitado días y horas inhábiles. -----------------------



Esgrimen que si bien resultó sumamente sustancioso que el poder judicial se expidiera respecto de la validación o no de la cláusula transitoria sexta, así como que dicha resolución, al ser apelada por las otras fuerzas políticas, fuera confirmada por la Cámara, quien decretó la conclusión del proceso por deserción del recurso, dicha circunstancia pone en evidencia, una vez más, la ausencia de una instancia que saltar. Finalmente entienden que, conforme lo manifestado por el Sr. Fiscal y adhiriéndose a lo expresado en su dictamen, no se advierte el cumplimiento del presupuesto fáctico de gravedad institucional, requerido para habilitar la presente vía.--



Que a fs. 91, emite dictamen la Fiscal subrogante del Titular del Ministerio Público Fiscal, quien al respecto ratifica la opinión pronunciada por el Fiscal de Primera Instancia Dr. Migueles Savio, glosado a fs. 171/177, del primer cuerpo expediente 20.413, agregado por cuerda floja.-----------------------------------------

IV) La Competencia:

La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene sentado que la Constitución Federal de la República se adoptó para su gobierno como Nación, y no para el gobierno particular de las Provincias, las cuales según la declaración del art. 105º tienen derecho a regirse por sus propias instituciones y elegir por sí mismas sus gobernadores, legisladores y demás empleados; es decir, que conserva su soberanía absoluta en todo lo relativo a los poderes no delegados a la Nación, como lo reconoce el art. 104º (CSJN, octubre, 06, 1994 - “Partido Justicialista de la Provincia de Santa Fe c/Santa Fe, Provincia de s/Acción Declarativa”).----------------------

Por tanto, estando en discusión la validez e interpretación de normas constitucionales de la provincia que regulan la duración del mandato del Sr. Gobernador de la Provincia y la posibilidad de su reelección para un nuevo período, corresponde a este Superior Tribunal de Justicia el conocimiento en esta instancia de la cuestión, como último y supremo intérprete de la ley fundamental local. ---------------------------------------------------

V) Los hechos:

El primer período de gobierno del Dr. Gerardo Zamora (2005-2009) derivó de una elección realizada durante la vigencia de una constitución provincial que fue reformada.------------------------------------------------

Durante dicho mandato, se sancionó en la provincia una nueva Constitución. Conforme a ésta, el gobernador puede ser reelecto por un solo período.--------

Ya en vigencia la nueva constitución, Zamora fue electo gobernador para un nuevo período (2009-2013). Es decir, sucedieron dos desempeños gubernamentales continuos que tuvieron origen en Constituciones distintas. Un mandato (2005-2009) en la anterior; el otro (2009-2013), en la nueva.----------------------------------------------

De tal manera, el período iniciado en 2009 fue el segundo en la cronología del calendario, pero el primero a título de la nueva normativa constitucional vigente.--------------------------------------------------

Ahora bien, en la constitución reformada, se sancionó la cláusula transitoria sexta, que establece -a los fines de la limitación prevista en el art. 152º (reelección)- que, se considera primer mandato, el período de gobierno correspondiente a la elección realizada durante la vigencia de la anterior constitución (2005-2009).----------------------------------------------------

En síntesis, la cláusula transitoria sexta de la actual constitución -que acepta dos períodos consecutivos-, se agrega a la limitación dispuesta por el art. 152º, dirigida “exclusivamente” al Gobernador en ejercicio, considerando como primer período el cumplido bajo el régimen de la Constitución anterior; esto es, para sumar los períodos se considera el que, en primer término, había derivado de la Constitución anterior (2005-2009), hoy sustituida por otra.----------------------------------

VI) Las pretensiones:

De todas las pretensiones acumuladas, se advierten dos posturas diferenciadas que parten de una sola premisa común: “la incerteza jurídica” que –respecto a la reelección- genera la vigencia de la nueva constitución.---------------------------------------------

En efecto: 

1) Por una parte, se advierte que:

a) Mediante Expte. Nº 17.861, comparece el Sr. Héctor Eduardo Ruiz, en su condición de presidente del partido “Movimiento Santiago Viable” y promueve pretensión meramente declarativa, que tiene por objeto “hacer cesar en forma inmediata el estado de incertidumbre actual acerca de la existencia, alcance o modalidades de la situación jurídica relativa al Sr. Gerardo Zamora… actual titular del Ejecutivo Provincial”, acerca de la supuesta invalidez de la Disposición Transitoria Sexta de la Constitución de la Provincia; 

b) A su turno, en el Expte. Nº 17.790, comparece el Dr. José Luís Zavalía, quien en su propio derecho y como ciudadano representante del pueblo de la Provincia en su carácter de Diputado provincial, promueve acción meramente declarativa en contra del Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero, a fin de que “se dicte pronunciamiento jurisdiccional declarando que conforme lo dispuesto por la cláusula sexta de las Disposiciones Complementarias y Transitorias de la Constitución Provincial, el actual mandato del Gobernador es considerado segundo período, por lo que una postulación para un nuevo mandato, violaría el artículo 152 de la citada Constitución Provincial y Cláusula Sexta de las Disposiciones Transitorias”; y 

c) Por último, mediante Expte. Nº 499.641, comparecen Aldo Adolfo Bravo (Partido Socialista), José Fernando Daniel Gimenez (Frente Amplio Progresista) y Emilio Alberto Rached (Unión Cívica Radical), e interponen, de conformidad con el art. 326 del C.P.C. y C., acción meramente declarativa de certeza en contra del Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y del Gobernador Dr. Gerardo Zamora, a fin de hacer cesar el estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance o modalidad de la situación jurídica relativa a la imposibilidad inconstitucional para postularse como candidato a un tercer mandato consecutivo del demandado, Dr. Zamora en las elecciones a realizarse durante el año 2.013.----------------------------------------------------

En resúmen, este grupo de pretensiones, si bien parten del reconocimiento expreso de una “incerteza jurídica” actual acerca de la existencia, alcance o modalidades de la situación jurídica relativa al Dr. Gerardo Zamora, postulan la validez, constitucionalidad y vigencia de la cláusula transitoria sexta. Ergo, sostienen la imposibilidad de su postulación como candidato a gobernador para el próximo período de gobierno (2013-2017).----------------------------------------------------

Y, 2) por otra parte, surge que: 

a) Que mediante Expte. Nº 432.935, comparece la Srta. Silvia Liliana Romero, en su carácter de presidente y apoderada del Partido Federal Distrito de Santiago del Estero y promueve acción de amparo “a fin de que se declare la inconstitucionalidad de la Disposición Transitoria Sexta introducida por la reforma de la Constitución de la Provincia del año 2.005…y asimismo…se habilite formalmente la posibilidad del actual Titular del poder Ejecutivo de ser candidato a Gobernador de la Provincia para las elecciones correspondientes al período de gobierno 2013-2017”; y

b) Por último, mediante Expte. Nº 17.736, comparece el Sr. Ángel Nassif, quien por su propio derecho, en calidad de ciudadano de la Provincia de Santiago del Estero y como elector activo de la ciudad de Termas de Río Hondo, promueve formal acción declarativa de certeza del art. 153 de la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero, y en consecuencia “declare la factibilidad de la reelección (para un tercer mandato)” del Gobernador y Vicegobernador.--------------------------

Es decir, en síntesis, si bien este grupo de pretensiones parten de la incerteza jurídica que genera el nuevo paradigma constitucional local, postulan la inconstitucionalidad de la cláusula transitoria sexta, y sostienen que el mandato (2009-2013) si bien es segundo en la cronología, es el primero a computar con la vigencia de la nueva Constitución. Ergo, consideran habilitado al Dr. Gerardo Zamora para postularse como candidato a gobernador para el período 2013-2017.--------------------------------

VII) Aclaraciones necesarias: 

Así planteado el debate, resulta necesario efectuar liminarmente ciertas presiciones respecto de la materia objeto de análisis.-------------------------------

Como primera medida, corresponde destacar que la sanción de un nuevo ordenamiento constitucional y la consecuente transición del viejo régimen hacia este último, genera un sinnúmero de situaciones fácticas y jurídicas que requieren de una adaptación y regulación, a los fines de que las nuevas disposiciones resulten aplicables.-----------------------------------------------

Tales cuestiones (fácticas y jurídicas), resultan únicas e irrepetibles, y su regulación depende -en cada caso- de un contexto histórico determinado, también único e irrepetible.------------------------------

De ahí que las distintas circunstancias a sortearse durante la transición  del viejo régimen al nuevo, y las soluciones que se adopten al respecto, deben ser cuidadosamente reguladas por el poder constituyente mediante la incorporación de cláusulas transitorias, que permitan el traspaso de una normativa a otra, teniendo siempre presente que en dicha labor de “regulación o adaptación”, debe evitarse, en la mayor medida posible, el menoscabo o cercenamiento de los derechos fundamentales que se encuentren involucrados.---------------------------

En el caso analizado, la reforma constitucional operada, introdujo modificaciones en las estructuras de poder, y en aspectos relativos a los mandatos, su duración y periodicidad, lo cual ha generado –tal como unánimemente lo sostienen las partes- una situación de “incertidumbre” y de “dudas interpretativas” sobre los alcances que dichas normas tienen con relación a las autoridades que ejercieron su función durante la vigencia del régimen anterior y que experimentan el cambio normativo en el desarrollo de su gestión actual, y que aspiran a ser elegidos con el nuevo régimen imperante.------------------ 

Es así, que dentro de dicho contexto, como se dijo, de carácter eminentemente excepcional y único, se ha cuestionado y a su vez defendido -desde los distintos sectores políticos- la constitucionalidad de la regulación efectuada por el constituyente por la sanción de la cláusula transitoria sexta, suscitándose posturas disímiles y antagónicas por afectar derechos fundamentales de índole político.---------------------------------------

Sin perjuicio de ello y de las diferencias interpretativas imperantes, resulta menester dejar en claro que, sea cual fuere la solución que el Tribunal adopte al respecto, en ningún caso se encuentra comprometida la vigencia del sistema republicano y democrático de gobierno, la validez constitucional del art. 152º como límite a la “reelección”, el principio de periodicidad de los mandatos y la alternancia en el poder, aspectos estos, que si bien guardan estrecha vinculación con el tema propuesto, de ningún modo estarán en riesgo sea cual fuere la solución que se adopte.-----------------

Que asimismo, cabe señalar, que situaciones similares a la planteada en la especie, se han suscitado en otras jurisdicciones provinciales con características y connotaciones propias, dando lugar a la necesaria intervención del órgano judicial, el que siempre ha procurado dar una solución política-institucional acorde a las circunstancias de cada caso. -------------------------

Tales precedentes, emitidos generalmente por los máximos tribunales provinciales, serán citados en las partes pertinentes por el tribunal, conforme –como se dijo- a un determinado contexto de índole social, cultural, político, histórico y jurídico, ya que si bien los mismos -por las razones apuntadas- no consagran una única y uniforme línea jurisprudencial, resultan sumamente útiles para aportar claridad al tema en debate, con el fin de buscar armonizar –en éste único e irrepetible caso- los derechos fundamentales y demás principios en juego, determinando el sentido y alcance de las normas constitucionales que hoy generan incerteza a las fuerzas políticas.------------------------------------------------

Por último, resulta menester destacar que, la sola concurrencia de los referentes de los partidos políticos más importantes de nuestra provincia, con planteos disímiles respecto de los alcances que debe atribuirse al art. 152º de la Constitución provincial en consonancia con lo dispuesto por la cuestionada cláusula transitoria sexta de dicho cuerpo legal, pone en evidencia la existencia de una situación de falta de certeza en orden al ejercicio y vigencia efectiva de los derechos constitucionales invocados y principios legales comprometidos.--------------------------------------------

En efecto, del contenido de las presentaciones efectuadas por los actores surge, que si bien los distintos partidos políticos intervienientes en el litigio, disienten respecto de la validez, vigencia y efectos que debe otorgarse a la disposición transitoria mencionada, todos ellos son contestes en afirmar la existencia de una incerteza interpretativa que debe ser develada mediante un pronunciamiento del órgano jurisdiccional como único y último interprete. -----------

Dicha situación, que aparece como no controvertida en el caso de autos, también se evidencia, en la necesidad –advertida por el constituyente- de regular la situación –vía cláusula transitoria- en el paso de un régimen constitucional a otro nuevo.----------------

VIII) Breves reseñas históricas:

Que delimitada así la litis, y previo a ingresar al tratamiento de la cuestión planteada, resulta menester realizar una breve reseña respecto de los antecedentes de la reforma constitucional realizada en el año 2.005, atento que en la metodología de la interpretación constitucional, el enfoque histórico reviste particular importancia y a veces llega a ser la clave para poder desentrañar correctamente, con verdad y exactitud, el sentido y alcance de las normas constitucionales.---------

Bien estableció la Suprema Corte de Michigan en el caso “Maynard v. Board of Cavanssers” que “cada Constitución debe ser interpretada a la luz de su propia historia”; profundizando el principio en el caso “People v. Harding” el mismo tribunal dijo nuevamente que “cada Constitución tiene su propia historia más o menos peculiar y, a menos que sea interpretada a la luz de la misma, queda expuesta a que se le atribuyan propósitos que nunca estuvieron en la mente del pueblo que la aprobó”.---------

Así, cabe destacar que como consecuencia de los hechos políticos acaecidos durante años en la provincia de Santiago del Estero, el Congreso de la Nación, declaró mediante ley Nº 25.881 la “intervención federal” de la provincia en sus poderes constituídos, “para garantizar la forma republicana de gobierno” (art. 1º), disponiéndose la caducidad de los mandatos del poder ejecutivo y de los miembros del poder legislativo, y declarándose en comisión a los miembros del poder judicial (art. 3º). Asimismo, en su art. 4º se estableció que para asegurar la normalización y el pleno funcionamiento de los poderes provinciales el Interventor debería convocar a elecciones en un plazo de 180 días, prorrogables por el Poder Ejecutivo Nacional por un período igual. Efectivamente y por Decreto Nacional Nº 1.248/04 se consideró, que atento el “grave deterioro institucional” en el que se encontraba la Provincia y teniendo en cuenta que la labor de la Intervención Federal se encontraba en pleno desarrollo, resultaba imprescindible prorrogar la misma de conformidad con lo establecido por el artículo citado y en ejercicio de las facultades conferidas por el art. 99º inc.1 de la Constitución Nacional. -----------------------------------

Es así que, dentro de este contexto político, se constituyó la “Mesa del Diálogo Santiagueño”, impulsada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD); en la que estaban representados distintos sectores de la sociedad civil de Santiago del Estero y respaldada por la adhesión de 120 instituciones provinciales (entidades intermedias, cuerpos colegiados, organizaciones no gubernamentales y partidos políticos), que entregó al Interventor Federal en la Provincia, Pablo Lanusse, sus primeras conclusiones sobre los caminos que debían transitarse para instrumentar las reformas estructurales que la opinión pública democrática estaba reclamando. En dicho documento se expresaba la “necesidad de la reforma de la constitución provincial”, por considerar que el texto vigente en aquél entonces, respondía a las pautas de la estructura de dominación del gobierno depuesto, sustentado sobre una concentración casi absoluta del poder y una inocultable distorsión de la democracia, razón por la cual se consideró, que la labor del Interventor no debía agotarse en el hecho de haber desalojado a las anteriores autoridades de la casa de Gobierno, sino que debía apuntar a una tarea integral destinada a mejorar la calidad institucional de la provincia. (Cfr. artículo publicado en “La Nación”, el 19 de Junio del 2.004). -----

En este contexto, el Interventor Federal sancionó la Ley Nº 6.667, que “declaró la necesidad de la reforma”, y en cuyas consideraciones hace mención a que la sociedad santiagueña no reconocía legitimidad, ni se identificaba con la constitución vigente en aquel momento, razón por la cual no resultaba sorprendente que reclamase con todo vigor un cambio constitucional, destacando que la consolidación de un sistema republicano democrático “constituía un trabajo complejo y arduo” para el cual se requería la modificación constitucional, la transformación cultural de la sociedad y el replanteo del diseño de las instituciones. Se hizo referencia además, a que el proceso de transición hacia la democracia iniciado mediante el gobierno de la Intervención, requería invariablemente la sanción de “una nueva constitución o una profunda reforma de la existente”, con la participación, a través de la denominada “constitución del consenso”, de las personas y los sectores sociales que espontáneamente quisieran intervenir a efectos de darle más legitimidad y sustento a dicho cambio. Se agregó que la finalidad de la intervención radicaba en garantizar la forma republicana de gobierno (art. 6º C.N.), para lo cual era necesario remover todos los obstáculos que se oponían a la consagración de la continuidad democrática, señalando entre ellos, una serie de disposiciones contenidas en la constitución vigente en aquél momento, que constituían graves escollos para que pueda consagrarse dicho cometido básico, resaltando la importancia de aprovechar la ocasión que le brindaba la etapa institucional en vigencia, para proceder al dictado de “nuevas normas fundamentales”, es decir un “nuevo texto constitucional” con la mayor transparencia y participación posible. Por último, se establecieron las materias y los artículos sobre los que podía versar la reforma, y la posibilidad de analizar la incorporación en el texto constitucional de las cuestiones que se mencionaban en dicho documento, en un todo de acuerdo con el espíritu que emanaba de la ley analizada, entre los que se encontraban: actos de la intervención; derechos políticos, institutos para una democracia participativa y derecho de libre acceso a la información; partidos políticos; régimen electoral; educación, gobierno y administración, derechos y sistemas de calificación y de clasificación de los docentes; Poder Legislativo; Poder Ejecutivo; Poder Judicial y Régimen Municipal. Siguiendo con dicha tarea es que la “Mesa del Diálogo Santiagueño” presentó una serie de propuestas sobre las definiciones básicas relativas a los temas contemplados por la ley de reforma y de otros temas no incluídos que se estimaba necesario incorporar o modificar. Así se hizo expresa referencia a los derechos políticos; la educación; la justicia y dentro de ella los aspectos relativos al Consejo de la Magistratura, actuaciones judiciales, Superior Tribunal de Justicia, Ministerio Público, participación de los ciudadanos, Tribunal de Cuentas; el régimen municipal, las tierras; así como también la inclusión de temas relativos al desarrollo económico, que debía ser introducido expresamente como un objetivo fundamental de las políticas del Estado, y manejado por los recursos de éste; abarcando aspectos relativos al turismo, los servicios públicos, las aguas, etc. (Obispado de Santiago del Estero, 19-06-05).------------------------

Como corolario de lo expuesto, y sin perjuicio de que la reforma no pudo llevarse a cabo durante el Gobierno de la Intervención federal por lo resuelto por la C.S.J.N. en los autos caratulados “Zavalía, José L. c. Provincia de Santiago del Estero y otro” (21-09-04), no puede soslayarse que los antecedentes políticos, sociales y legislativos mencionados dejan traslucir la necesidad de una nueva constitución, es decir un acto prácticamente fundante o una reforma profunda de la existente, que restaure el pacto social y la vigencia de las instituciones de la república. ---------------------------

Tales aspectos resultaron plasmados definitivamente, con la Ley Nº 6.736, sancionada durante la vigencia del gobierno elegido constitucionalmente, con posterioridad a la Intervención federal, que declaró la necesidad de una reforma constitucional, abarcativa de la mayor parte de sus capítulos. Así en su art. 2º estableció textualmente, que: “La Convención Constituyente podrá reformar exclusivamente las materias y artículos, como así también analizar la incorporación en el texto constitucional de las cuestiones que a continuación se consideran: a) Sobre la Delegación de Facultades (art. 7); b) Sobre los Derechos políticos (arts. 39 al 42); c) Sobre los Partidos políticos (art. 43); d) Sobre el Régimen Electoral (arts. 44 al 46); e) Sobre la Educación y Cultura (arts. 64 al 85); f) Sobre el Poder Legislativo (arts. 115 al 135); g) Sobre el Poder Ejecutivo (arts. 137 al 158); h) Sobre los Órganos de Control – Tribunal de Cuentas (arts. 164 al 166); i) Sobre el Poder Judicial (arts. 175 al 201); j) Sobre el Régimen Municipal (arts. 202 al 221); k) Sobre las Disposiciones Transitorias”.----

Lo expuesto precedentemente, lleva a concluir en forma clara que la Constitución de 2005, configuró un nuevo pacto social entre el pueblo santiagueño y el Gobierno democrático elegido al cesar la Intervención federal, razón por la cual más allá de la terminología que pueda haberse empleado en los textos legales que declaran la necesidad de la reforma, no caben dudas de que la amplitud de los temas abarcados, así como la profundidad de los mismos (restauración de las instituciones, del régimen democrático, del sistema republicano, etc), dejan vislumbrar la intención de los legisladores de efectuar una modificación profunda o un acto fundante que restaure todos los aspectos sociales, políticos, institucionales, etc., que resultaron avasallados según lo manifestado por la Ley 25.881 que dispuso la Intervención Federal, sin que se advierta referencia alguna en sus antecedentes,  respecto a algún pronunciamiento o posición alguna sobre la posibilidad de reelección de quien –a ese momento- ejercía el Poder Ejecutivo provincial.--------------------

IX) Los agravios:

Formuladas las aclaraciones del caso, los agravios del recurrente pueden ser sintetizados de la siguiente manera: 

1. Primer agravio: La supuesta ausencia de “caso” y los conflictos constitucionales que plantea.-----

La apelante sostiene que en la especie está en juego un bien colectivo, como lo es, el régimen republicano y democrático constitucional. Aduce que el partido político que representa, tiene legitimación para reclamar en sede judicial la tutela de dicho bien, atento que el mismo es una institución fundamental del sistema democrático, y como tal, a más de contar con un derecho personal, concreto y diferenciado a que en la contienda electoral no participen personas que se encuentren constitucionalmente inhabilitadas, tiene el derecho y el deber de velar para que dicho proceso -del cual resultará elegido el nuevo gobernador-, se lleve a cabo de acuerdo con los límites constitucionales. Afirma que resulta violatorio de las garantías de debido proceso y defensa en juicio considerar que no hay “caso” con referencia al partido político que representa, atento que de ese modo el litigio quedaría integrado por el partido Federal (que quiere postular a Zamora) y el Gobierno de la Provincia (ejercido por el propio Zamora), resultando más que un conflicto, un monólogo entre el Gobernador y sus acólitos, situación que lesiona la garantía del art. 18º de la C.N.

2. Segundo agravio: Inconstitucionalidad de la cláusula transitoria sexta.

2.1. Respecto de los argumentos de la sentencia atacada: Sostiene que el resolutorio atacado contiene una fundamentación dogmática carente de todo desarrollo argumental. Aduce que la sentencia cita antecedentes jurisprudenciales  inaplicables - “Marbury vs. Madison”; “Soria de Guerrero”, “Rios”, “Fayt”, para explicar que los jueces pueden controlar las reformas constitucionales, lo cual no está en discusión. Justifica su embestida contra la cláusula transitoria sexta, en la violación al principio constitucional de la igualdad; con el argumento de que dicha disposición sólo considera como primer mandato al del Gobernador y no al del Vicegobernador, “toda vez que a partir del 2.009 se crea un nuevo orden jurídico en el cual el vicegobernador se convierte en presidente nato de la Legislatura, y, de esta forma un Gobernador eventual... resultando patente la desigualdad del Sr. Gerardo Zamora con respecto al Vicegobernador, como a los demás ciudadanos... lo que genera un acto de proscripción y discriminación” (sic).---------------------

2.2. Validez constitucional cláusula transitoria sexta: Aduce que impedir una nueva postulación a quien ejerció el cargo durante más de 8 años no resulta violatorio del principio de igualdad, ya que el art. 16º de la C.N acepta este tipo de discriminaciones e incluso prevé en su propio texto el mismo límite. Expresa, que de un análisis de las normas jurídicas en juego, las cuales son ley suprema en la Provincia, no surgen dudas de que el actual Gobernador no tiene ningún tipo de posibilidad, sin reformar previamente la constitución provincial de competir en las próximas elecciones, para ocupar nuevamente el cargo (conforme texto expreso del art. 152º y cláusula transitoria sexta). Señala que dicha postura encuentra sustento en el texto de la cláusula transitoria novena de la Constitución Nacional, de idéntica redacción a la cuestionada en la especie, la cual sortea sin inconvenientes su confrontación con el art. 16º de dicho cuerpo legal.---------------------------------------------

2.3. Inadmisibilidad de posibles argumentos para eludir la manda constitucional. Facultades Convención Reformadora: Expresa que resultan insostenible a los fines de aducir la inconstitucionalidad de la reforma, los argumentos de naturaleza procedimental, relativos a la extralimitación de la convención reformadora. En ese contexto afirma que si bien el Órgano mencionado no tiene poderes ilimitados, y sólo puede considerar la revisión de aquellos puntos cuya reforma fue declarada necesaria por el Legislador, ello no implica sostener que la Convención esté sometida a los criterios que éste determine, ya que no existen otras limitaciones que las que resulten del contenido mismo de la Constitución. Entiende que admitir lo contrario, restringiendo las facultades de la Convención a la homologación de los contenidos de las reformas declaradas necesarias por el Congreso, implicaría conferir el traslado del poder constituyente al Órgano Legislativo, en violación de lo dispuesto por la propia Constitución. Destaca que dicha doctrina, elaborada respecto del art. 30º de la C.N. es aplicable al caso de Santiago del Estero, donde los arts. 224º y ss de la actual Constitución Provincial regulan un procedimiento análogo, en el que se acepta a su vez, que el Poder Judicial controle la constitucionalidad de dicha reforma, pero limitando dicha competencia a casos excepcionales y en los que la transgresión en la que haya incurrido la Convención reformadora sea clara y manifiesta. En sustento de ello menciona el precedente de la Corte Suprema de Justicia al fallar en el caso “Fayt”, en el cual se remarcó que dicho resolutorio no comportaba un pronunciamiento sobre aspectos de naturaleza substancial que conciernen a la conveniencia o inconveniencia de la norma impugnada -juicio ajeno a las atribuciones del poder judicial-, sino a la comprobación de que aquélla, es fruto del ejercicio indebido de la limitada competencia otorgada a la Convención Reformadora. -----------------------------

2.4. Regularidad de actuación del Constituyente local en el año 2.005: En esta línea de pensamiento sostuvo la regularidad de la actuación del poder constituyente local, atento que la Ley Nº 6.736 que declaró la necesidad parcial de la reforma, dispuso la competencia de la Convención en sus artículos 2º y 3º, dentro de los cuales se encontraba, precisamente, la duración del mandato del Gobernador y la posibilidad de su reelección, así como la prohibición de un tercer mandato consecutivo. Por  tanto alega, que la cláusula transitoria sexta en cuanto no hace más que regular la situación del Poder Ejecutivo en ejercicio al momento de sancionada la reforma -permitiéndole sólo una reelección- es coherente con sus antecedentes constitucionales y se encuentra dentro del ámbito de posibilidades que permite la ley que habilitó la reforma, razón por la cual, su invalidación constitucional sólo podría provenir de la colisión con normas federales (art. 31º de la C.N.). A mas de ello agregó que la Corte Suprema de Justicia sostuvo en situaciones que son directamente extensibles a la situación examinada, que la conveniencia de adoptar un determinado sistema electoral escapa al control judicial de constitucionalidad, pues la adopción de uno u otro procedimiento se traduce en un examen de conveniencia o mérito, que no compete a la Corte juzgar (fallos 326-2.004).---------------------------------------------------

2.5. Violación arts. 1, 5, 33, 122, 123 y cc. de la C.N.: Resalta que no obstante los principios elementales que sustentan el régimen constitucional, a los cuales las provincias no pueden ser ajenas -a saber: división de los poderes constituídos entre sí, de éstos respecto del poder constituyente, así como el origen de éste último en la soberanía del pueblo-, la sentencia judicial cuestionada, permite que un poder constituido arrebate al pueblo su poder soberano y modifique el texto de la Ley fundamental, en un sentido distinto al pretendido por el constituyente. -------------------------

2.6. Argumento democrático: Argumenta que tanto la Nación como la Provincia han adoptado la forma republicana, la cual supone que el poder proviene del pueblo, el cual se expresa a través de la Constitución, cuyas reglas no pueden ser obviadas por los poderes delegados. Por ello estima, que encontrándose claramente previsto en el texto constitucional la imposibilidad de que el actual Gobernador se presente procurando una nueva elección, éste límite concreto sólo puede sortearse mediante una modificación constitucional llevada a cabo por los carriles institucionales previstos al efecto. En razón de ello concluye, que cualquier pretensión de sostener la validez constitucional de una nueva reelección del actual Gobernador, fundada en la voluntad de las mayorías, resulta jurídicamente inadmisible en nuestro sistema constitucional.-----------------------------------

2.7. Supuesta imposibilidad de aplicar retroactivamente la reforma constitucional: Sostiene que mediante el argumento de la irretroactividad se está afirmando, implícitamente, que el actual Gobernador tenía, antes de la reforma constitucional, un derecho adquirido a ser candidato a dicho cargo en el 2.013. Entiende que resulta inaplicable al caso de autos el precedente fijado en el caso Angeloz, precisamente, por no prever la Convención Constituyente de la Provincia de Córdoba, una Disposición Transitoria como la evaluada en la especie. Arguye que la constitucionalidad de la cláusula transitoria sexta encuentra respaldo en lo sostenido en la causa “Fernandez, Roberto” del 17-03-08, en la que la Cámara Nacional Electoral haciendo referencia al art. 90 de la C.N y sus cláusulas operativas 9 y 10, manifestó que tales dispositivos eran plenamente vigentes y su aplicación no podía ser soslayada, salvo por otra convención constituyente convocada para una nueva reforma, así como en la doctrina sentada al respecto por autores como Bidart Campos, Quiroga Lavie, entre otros.-----------

2.8. Más argumentos sobre la igualdad: Argumenta que no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, pues no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma de la dignidad humana, sino sólo aquella que carece de justificación objetiva y razonable.------------------------------------------------

Sintetizados los agravios, y a medida que abordemos el desarrollo del control constitucional encomendado al Tribunal, procuraré dar tratamiento a cada uno de ellos.---------------------------------------------



X) Control de constitucionalidad: 



En efecto, atento el contenido de los agravios, réplicas y pretensiones deducidas por las partes acerca de la inconstitucionalidad o constitucionalidad de la cláusula transitoria sexta de la ley fundamental provincial y habiendo sido declarada la cuestión como de “puro derecho”, aún a riesgo de ser extenso, se estima necesario reseñar algunas consideraciones dogmáticas relativas al control constitucional, con el propósito de iluminar el tema. ----------------------------------------



El control de constitucionalidad, en su sentido primordial, es una herramienta que permite a los Tribunales ejercer un examen de validez de la norma en cuanto al cumplimiento de los requisitos formales, el procedimiento para su sanción y la competencia del órgano que la pronuncio (Véase Alberto B. Bianchi, “Control de Constitucionalidad”, Bs. As., Ábaco de Rodolfo Depalma, 2002, Passim). Es decir, es menester que la norma se sancione conforme a los procedimientos constitucionales y por el órgano competente; que es lo que se conoce como el debido proceso legal o principio de legalidad.------------



Pero el análisis de validez constitucional de una norma, no puede limitarse a un mero control de conformidad con las reglas formales o adjetivas, es necesario que también la materia que efectivamente se regula sea conforme a la Constitución.--------------------



Es así, que en sintonía con la opinión de calificada doctrina; es necesario un control constitucional de razonabilidad y proporcionalidad sobre el contenido mismo de la norma: los medios arbitrados y sus fines, y su respeto por los derechos fundamentales.---



Es por ello que, en segundo lugar, es necesario un control de constitucionalidad con un sesgo sustantivo, control que se realiza sobre el contenido mismo de la norma, teniendo en consideración la finalidad o finalidades de esta, y los medios empleados, analizando la relación entre unos y otros, y su conformidad con la Constitución. Se trata de un control sobre la eficacia (adecuación o idoneidad), la eficiencia (necesidad o indispensabilidad) y la proporcionalidad (en sentido estricto) de los medios con respecto a los fines de la norma o el acto.------------------------------------------



Este control se conoce como la exigencia de la razonabilidad o proporcionalidad de las leyes (se suele hablar de razonabilidad en los EE.UU. y otros países latinoamericanos, como en Argentina; y de proporcionalidad en Europa continental).-----------------------------------



1.- Control constitucional sustancial: 



Indagar acerca de la razonabilidad de una ley tiene implicancias que se vinculan con la noción misma del derecho y de la justicia, como herramientas fundamentales de los hombres para la ordenación de la vida social, procurando lograr relaciones justas entre los mismos.-----



La idea de razonabilidad, implica un examen de las “razones del derecho”, ya que lo propio de la razón –como explica Santo Tomás de Aquino- es ordenar hacia el fin (Tomás de Aquino, Summa Teológica, T. II, Q.90.A.1). La razonabilidad así, actúa como un factor justificador del ordenamiento jurídico. -------------------------------



Esto es, que cuando el legislador sanciona una norma procura generar los medios necesarios para lograr la finalidad querida. En este proceso de creación normativa o de interpretación jurídica aparece generalmente más de una alternativa frente a una misma finalidad (cfr. Lawrence H. Tribe, Constitucional Choices, Harvard University Press, Cambridge, 1985, passim, citado por Mario A. Sapag en “El Principio de Proporcionalidad y Razonabilidad como limite constitucional al poder del Estado: Un estudio comparado”, Dikaion – ISSN-0120-8942). Es decir, cuando la norma sea razonable, no sólo en sí misma, sino frente a todo el ordenamiento jurídico, solo así podrá considerarse que “es derecho”, y así, justa.-----------------------------------



Resulta obvio, que el logro de los objetivos constitucionales y los fines del Estado en función de las exigencias del bien común es solo posible mediante el ejercicio de las facultades que la misma carta constitucional otorga a los órganos creados a tales efectos. Así, dentro de las más importantes, y transpolando estos conceptos para el caso de autos, se haya la potestad implícita o explícita del poder constituyente de segundo grado de establecer disposiciones transitorias con eficacia normativa a fin de regular la transición del cambio operado y hacer operativa la reforma constitucional. ------------------------------------------



Obviamente, que el ejercicio de estos poderes por parte de los constituyentes, deben, en todo supuesto, conformarse a la Cnstitución.----------------------------



En este marco, los derechos constitucionales o fundamentales fueron, desde los inicios del constitucionalismo, límites al poder del Estado. Es decir, frente a la dicotomía entre los derechos y la potestad del estado –en este caso, por la naturaleza de la norma, el poder constituyente- de regularlos, surge la necesidad de encontrar técnicas que permitan descubrir una verdadera conformidad –en este caso- de la cláusula transitoria “reglamentadora” con la Constitución, atento a que se parte de la idea de que el Estado regula, reglamenta o delimita derechos fundamentales, no los restringe o los limita. (Cfr. Pedro Serna y Fernando M. Toller, “La interpretación constitucional de los derechos fundamentales. Una alternativa a los conflictos de derecho”, Bs.As. L.L. 2001, pag. 64-74. Cfr. Fernando M. Toller, “La resolución de los conflictos entre derechos fundamentales. Una metodología de interpretación constitucional alternativa a la jerarquizacion y el balancing test”, pag. 1260/1263).-------------------------



1.1.- El derecho anglosajón:



El control de constitucionalidad sustancial o “principio de razonabilidad”, ha tenido su origen –como se dijo- tanto en el Derecho Anglosajón como en el Europeo continental. ---------------------------------------------



En este sentido, la Corte Norteamericana diseñó tres tipos de test o estándares de revisión legal, denominados “escrutinios” (Scrutiny), que se tratan, en definitiva, de distintos niveles de intensidad en el control de razonabilidad de las leyes (Cfr. Lucas Giardelli, Fernando Toller y Juan Cianciardo: “Los estándares para juzgar normas que realizan distinciones. Paralelismos entre la Corte de Justicia Estadounidense y del sistema Interamericano sobre el derecho a la igualdad”, en Eduardo Ferrer Mac Gregor y Arturo Zaldivar Lelo de Larrea (Coords) “La Ciencia del Derecho Procesal Constitucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años como investigador de derecho, T. IV, Derechos Fundamentales y tutela constitucional, México, Marcia Pons 2008, p. 301-343). ---------------------------



Atento a que en el caso analizado, se encuentran comprometidos derechos fundamentales (derechos políticos), cabe realizar una breve referencia solo respecto del primero de los escrutinios que realiza la Corte Estadounidense, en tanto que, en el “escrutinio intermedio” (intermediate scrutiny), como en el tercer escrutinio (rational basis review) se controlan regulaciones estatales al ejercicio de derechos en aras de intereses estatales “legítimos”, pero no “imperiosos”, sino importantes, y sobre el resto de las normas que no caen en la esfera de los otros escrutinios.---------------



El primer escrutinio, y el más exigente, es el “escrutinio estricto” (Strict Scrutiny), según el cual una norma o clasificación que regula un derecho fundamental, o aquellas “libertades preferidas”, se presume inconstitucional. Por tanto para superar el test, el Estado debe probar que el acto se dictó con la finalidad de promover un interés Estatal “imperioso” (compelling state interest), y, demás, que es necesario y que se encuentra “confeccionado a la medida” (narrowly tailored). En este aspecto, el escrutinio estricto significa que la norma debe ser la menos discriminatoria o la menos restrictiva de la libertad entre todas las alternativas posibles para conseguir el mismo fin. De ese modo la Corte realiza un juicio de necesidad o conveniencia, comparando otros posible e hipotéticos medios que podría haberse empleado (Cfr. Jhon E. Nowak y Ronald D. Rotunda, Constitucional Law, Minnesota, West Group, 2000, p. 639, citado por Mario A. Sapag en “El Principio de Proporcionalidad…”, Dikaion – ISSN-0120-8942).------------ 

1.2.- El derecho continental europeo:



Por otra parte, el control de constitucionalidad de las normas, en cuanto a su contenido, ha transitado en el derecho continental y trasunta sobre la exigencia de la “proporcionalidad” cuya génesis se puede ubicar en el Derecho Alemán. En este sentido, el Tribunal Federal Alemán, llevó la máxima de proporcionalidad al control de los actos estatales que regula o interviene sobre los derechos fundamentales (Cfr. Donald P. Kommers, The Constitucional Jurisprudente of the Federal Republic of Germany, 2 ed. Durhan and London, Duke University Press, 1997, p. 46, citado por Mario A. Sapag en “El Principio de Proporcionalidad…”, Dikaion – ISSN-0120-8942). -----------



Este principio de proporcionalidad, ha sido definido en el Derecho Alemán como el principio constitucional en virtud del cual la intervención pública ha de ser “susceptible” de alcanzar la finalidad perseguida “necesaria” o imprescindible al no haber otra medida menos restrictiva de la esfera de libertad a los ciudadanos (es decir, por ser el medio más suave y moderado entre todos los posibles –ley del mínimo intervencionismo-) y “proporcional” en sentido estricto, es decir “ponderadas” o equilibradas por derivarse de aquella que implique mas beneficios o ventajas para el interés general, que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto, en particular sobre derechos y libertades (Cfr. Javier Barnes “Introducción al principio de proporcionalidad en el derecho comparado y comunitario”, Revista de Administración Publica, Nº 135, Sep-Dic. 1994 – pag. 500). -------------------------------



Igualmente, en el Derecho Español, el Tribunal Constitucional (S.T.C., 55/1996, 28/3/1996, FJ 3º) adopta la estructura de los tres subprincipios (a.- idoneidad y de adecuación; b.- necesidad o indispensabilidad; c.- proporcionalidad en sentido estricto).--------------------



1.3.- El Derecho Argentino:



En el Derecho Argentino, el principio de razonabilidad ha transitado un desarrollo similar, a lo acontecido en los EE.UU. (Cfr. Alberto B. Bianchi, “Las llamadas `libertades preferidas´ en el derecho constitucional norteamericano y su aplicación en la jurisprudencia de la Corte Suprema Argentina”, Rev. Régimen de la Administración Pública”, Año 13, Nov. 1990, Nº 146, pag. 7 – 49) del cual ha obtenido su máxima influencia, como ocurre en el Derecho norteamericano, en Argentina, el principio de razonabilidad carece de una concreción o definición precisa ya que si bien la C.S.J.N ha sido la responsable de su concreción en el Derecho Argentino, ha aplicado la exigencia de razonabilidad con gran flexibilidad.----------------------------------------



En definitiva, la Corte exige que las leyes sean razonables (Cfr. C.S.J.N., “Peralta”, f. 313:1513; “San Luis”, f. 326:417; “Bustos”, f. 327:4495, entre otros) y esto significa: 1) Que la norma debe perseguir una finalidad constitucional; 2) Que los medios deben ser adecuados (exigencia de eficacia) con respecto a los fines; 3) Que los medios deben guardar algún grado de proporcionalidad con respecto a los fines; 4) Que no es función de los jueces juzgar acerca de la oportunidad, mérito o conveniencia de la medida; 5) Que no se deben alterar los derechos fundamentales, conforme lo exige el art. 28º de la Constitución Nacional.---------------------



El principio de razonabilidad en el derecho argentino se fundamenta en los art. 28º y 33º de la Constitución Nacional. -----------------------------------



Según el primero: “los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamentan su ejercicio. Según la redacción de Alberdi, fuente de este artículo: “las leyes reglan el uso de estas garantías de derecho público: pero el Congreso no podrá dar ley que con ocasión de reglamentar u organizar su ejercicio las disminuya, restrinja o adultere en su esencia” (art. 20, Juan B. Alberdi, “Proyecto de Constitución”, Julio 1852). Es decir, por vía indirecta, a partir del art. 28º C.N. se llega al principio de la razonabilidad, lo que ha llevado a Linares a consagrar la razonabilidad como una garantía innominada en la Constitución Nacional (Cfr. Juan F. Linares, “Razonabilidad de las Leyes. El Debido Proceso como garantía innominada en la Constitución Argentina”, 2 ed. Bs. As., Astrea 2002, p. 159-166). Es decir la ley reglamentadora, a efectos de no alterar el derecho reglamentado, debe delimitarlo de un modo razonable sin afectarlo ni restringirlo. En este aspecto señala Bidart Campos que “la `alteración´ supone arbitrariedad o irrazonabilidad y como la ley no puede incurrir en tal alteración –ni tampoco, por supuesto, los otros órganos del poder en ejercicio de su función- toda actividad estatal, para ser conforme a la Constitución, debe ser razonable” (German J. Bidart Campos, “Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino”, Bs.As., Ediar, 2000, II – A, p.806).----------------------------------------------



En suma, en el derecho argentino el principio de razonabilidad es una garantía constitucional que surge del art. 28º de la Constitución Nacional, y goza de reconocimiento jurisprudencial.---------------------------



1.4.- El sistema interamericano:



A su vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en oportunidad en que se debatía el contenido de los derechos políticos y su posibilidad de ser reglamentados, en el caso “Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos” (06/08/2008), sostuvo que: “Los derechos humanos no son absolutos… Sin embargo, la facultad de los Estados de regular los derechos no es discrecional, sino que está limitada por el derecho internacional que exige el cumplimiento de determinadas exigencias que de no ser respetadas transforma la restricción en ilegítima y contraria a la Convención Americana. Conforme a lo establecido en el art. 29.a  in fine de dicho tratado ninguna norma de la Convención puede ser interpretada en sentido de limitar los derechos en mayor medida que la prevista en ella”.----------------------------------------



La Corte ha precisado las condiciones y requisitos que deben cumplirse al momento de regular o restringir los derechos y libertades consagrados en la Convención.----------------------------------------------- 



Estos son: 1) “Legalidad” de la medida; 2) “Finalidad” de la medida restrictiva; y 3) “Necesidad” en una sociedad democrática y “proporcionalidad” de la medida restrictiva.----------------------------------------------



1.5.- “Principio” de razonabilidad



Ya se ha dicho, que el derecho exige una base racional, ya que en sí mismo se trata de un juego entre medios y fines, ahora bien, esta exigencia de razonabilidad o proporcionalidad es, en primer lugar, un principio; así es reconocida en la mayor parte de los ordenamientos jurídicos, por ejemplo en Alemania y España. 



El hecho que sea considerada como principio significa que –a diferencia de las reglas que son normas que no admiten grados- un  principio  admite su aplicación en  grados  pero  exige su máximo cumplimiento posible; son “mandatos de optimización”, según la definición de Alexy (Cfr. Robert Alexy, “Teoría de los Derechos Fundamentales”, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1993, pag. 86-87.-----------------------



Esta diferencia entre principios y reglas resulta esencial para comprender la problemática de los derechos fundamentales. En efecto, cuando coexisten dos reglas contrapuestas, una excluye a la otra y se aplica en toda su extensión. Frente a dos principios, ninguno debe ser excluido, sino que debe procurarse una armonización entre ellos, procurando optimizarlos, es decir, el logro en su mayor grado posible.--------------------------------



Al exigir la razonabilidad del ordenamiento jurídico, se busca el mayor grado de concreción de razonabilidad, minimizando la arbitrariedad y procurando una armonización con otros principios como pueden ser otros derechos fundamentales (que operan como principios). En el caso, a título de ejemplo, la alternancia en el ejercicio del poder y el derecho a ser elegido.-----------



Es decir, el principio de razonabilidad, al ser un principio general del derecho opera como un límite constitucional al poder del Estado y como un criterio de control de las normas de modo que su contenido sea conforme a derecho y que los derechos fundamentales no se vean afectados o alterados en su contenido esencial. Es, más bien, un control constitucional que examina específicamente la relación entre los medios y los fines de una medida analizando además la constitucionalidad de la finalidad y a su vez, si el medio afecta, limita, restringe, o altera el contenido esencial de otros derechos fundamentales de acuerdo con la finalidad de los mismos, y el bien humano protegido. Esto a los efectos de dar máxima eficacia a la Constitución y lograr la armonización de los derechos. ----------------------------



En ningún caso se puede postergar un derecho, ya que quien, tiene un derecho, merece su protección.--------



2.- El caso:



El caso presenta una aparente colisión entre, por un lado, los derechos políticos en cabeza: a) del Partido Federal (hoy Alianza electoral Frente Cívico por Santiago) a proponer candidatos a gobernador en las elecciones provinciales del 27 de Octubre próximo; b.1) El derecho del Dr. Gerardo Zamora a ser elegido, esto es el derecho de acceder a participar como candidato a gobernador en las próximas elecciones provinciales; b.2) El derecho del Dr. Gerardo Zamora a acceder a la función pública en condiciones de igualdad con las demás personas que se encuentren en su misma situación jurídica; y por otro lado, la facultad del poder constituyente de segundo grado de disponer –en el caso, sólo para el Gobernador- como primer mandato a los fines de la limitación impuesta por el art. 152º de la C.P. el período 2005-2009, con la finalidad de regular el ejercicio de los derechos políticos mencionados durante la transición de un régimen constitucional a otro, suponiendo, que con el fin de hacer efectivo el “principio de alternancia en el ejercicio del poder”. Repárese que no hay consideración alguna al respecto en el debate de la Convención Constituyente. ----



Es por ello, que el punto de partida debe ser que los derechos son armónicos, pues todos tienden a tutelar bienes humanos básicos (Cfr. Serna, P. y Toller F. M., “La Interpretación”, pag. 91-103). Por ello, la función del juez no es la de sacrificar derechos, sino, en realidad la de determinar que derechos, de quien y en qué proporción se presentan al caso (Cfr. Toller, F. M., “La Resolución….”, pag. 148-149), con lo cual se procurará dilucidar –en la especie-, el contenido de los derechos políticos involucrados, como así también la legitimidad del ejercicio de la potestad normativa de poder constituyente de segundo grado, para regular –de la manera en que lo hizo la cláusula transitoria sexta-, esos derechos en la transición de un régimen constitucional a otro. ----------------------------------------------------



De esta manera, para resolver el recurso planteado, y pronunciarse acerca de constitucionalidad o inconstitucionalidad de la disposición transitoria sexta de la Constitución Provincial deberá determinarse: a) Si la pretensión fundada en la “restricción, limitación o menoscabo” de los derechos políticos referidos puede tener acogida favorable, y en su caso con que alcance; y b) Si la intervención del poder constituyente de segundo grado con el objeto de regular los derechos políticos involucrados durante la transición de un régimen constitucional a otro, vulnera o no tales derechos, y si cabría considerar otra opción que resulte menos gravosa para la plena vigencia de los derechos fundamentales.-----



Ello obliga a analizar la normativa constitucional que regula tales cuestiones, bajo estas premisas.-------------------------------------------------


3.- El art. 152 de la Constitución de la Provincia, como regulación al derecho de ser elegido:



Es doctrina de la C.S.J.N. que no existen en nuestro ordenamiento jurídico derechos absolutos, sino que “todos” –incluso los de naturaleza política- se encuentran sometidos a las leyes que reglamentan su ejercicio. Es obvio que idénticas facultades reglamentarias le asisten a los ordenes provinciales en sus órbitas respectivas. De este modo, el límite impuesto a la reelección por el art. 152º de la Constitución Provincial, es una de las formas posibles en las que cada uno de los estados provinciales puede reglamentar el acceso a las funciones gubernamentales y, por esta vía, el principio de la alternancia en el ejercicio del poder. -------------------



Es que, las reglas de juego democráticas que vertebran la organización del poder no contienen principio alguno que inexorablemente “prescriba” o “prohíba” la habilitación de la reelección. Es el constitucionalismo provincial, el que, en cada jurisdicción y por virtud de la autonomía provincial, establece esas reglas. Podrá haber o no haber reelección conforme al poder constituyente de cada provincia.--------------------------



Que en este sentido, resulta ilustrativa la opinión del constitucionalista German B. Campos, quien en su comentario al fallo de la Corte (Cfr. “Partido Justicialista de la Provincia de Santa Fe c/ Santa Fe” – ED, 160, pg. 163 y vta.), advierte que “no debe confundirse en la relación entre el derecho a elegir y derecho a ser elegido, lo que incumbe a los derechos humanos y lo que es propio a la organización del poder (…). La participación electoral, el sistema de partidos políticos, la fisonomía estructural del poder y, en suma, el estilo de un sistema democrático, dejan suficiente espacio para que la Constitución de cada Estado –sin desmedro del derecho a elegir y ser elegido- ordene la periodicidad y la alternancia de los elencos de poder, y establezcan condiciones razonables de elegibilidad y no elegibilidad. Los tratados sobre derechos humanos, al obligar la efectividad de los derechos políticos en la jurisdicción interna de los Estados, prevén el derecho electoral activo y pasivo para impedir su cercenamiento, pero no tienen –ni por lejos- la finalidad de prescribir como han de ser las estructuras concretas de poder, ni son hábiles, por ende, para autorizar o vedar la reelección. Que quien está –o ha estado- en ejercicio de poder pueda o no pueda ser reelecto, abre un espectro de modalidades y de variantes que cada Estado queda en disponibilidad para asumir a criterio –siempre razonables- de lo que su derecho interno –en primer lugar su Constitución- decida (…). Tales tratados regulan derechos políticos y electorales, pero no diseñan una estructura de poder”.----



Es decir, la Constitución de cada Estado puede ordenar la periodicidad y la alternancia de poder, y establecer condiciones “razonables” de elegibilidad y de no elegibilidad, entre las cuales se encuentran la limitación a la reelección. Como conclusión, la limitación de la posibilidad de reelección a un solo período, y la exigencia de un intervalo de un período para posibilitar la reelección del gobernador y vicegobernador de la provincia, no vulnera ninguno de los principios constitucionales que hacen a la estructura del sistema adoptado por la Constitución, ni los derechos políticos que ésta reconoce a los ciudadanos, tampoco los Tratados y Convenciones de los Derechos Humanos que, con igual jerarquía, han sido incorporados por la Constitución Nacional en el art. 75 inc. 22 en la reforma introducida en 1994, pues la forma republicana de gobierno no exige- necesariamente-, el reconocimiento del derecho de los gobernantes a ser nuevamente electos.--------------------- 



A contrario sensu, tampoco el reconocimiento del derecho de los mandatarios a ser elegidos nuevamente, vulnera o afecta la forma republicana de gobierno.--------



4.- Las cláusulas transitorias: 



Que aclaradas tales premisas, resulta conveniente para una mejor comprensión del tema, realizar algunas precisiones acerca del concepto, contenido y alcance de las Disposiciones Transitorias, ya que, lo que en definitiva se cuestiona mediante las presentes acciones, es la validez -o no- de la “cláusula transitoria sexta” incorporada a nuestra Constitución Provincial en la reforma del año 2.005. -----------------------------------



Ello así cabe señalar, que como su propio nombre lo indica “transitorias”, tales cláusulas constituyen normas constitucionales que a diferencia del resto, tienen una vigencia temporal y limitada, cuya finalidad es la de regular o hacer posible la transición de los cambios o las modificaciones operados con motivo de una reforma constitucional, cuando los mismos no pueden ser aplicados de forma inmediata, porque para su efectiva vigencia, requieren de una serie de normas u acciones que las hagan operativas. ----------------------------------------------



En efecto, la incorporación de disposiciones transitorias en los textos normativos se ha ido consolidando como una técnica legislativa conveniente a los fines de articular el traspaso de un sistema a otro, evitando desencuentros en su puesta en práctica. ---------



Ello, máxime, cuando se trata de reformas en las bases mismas del orden jurídico, donde está en juego el funcionamiento de instituciones fundamentales locales, ya que su objetivo es regir la coyuntura que se presenta en el tránsito entre un régimen que pierde vigencia y aquél que lo ha de sustituir, procurando esclarecer los alcances de situaciones aún no consolidadas, a la luz de la normativa anterior y que resultan comprendidas por las nuevas reglas cuya vigencia es inminente. ----------------



En consecuencia, las mencionadas “normas transitorias” son una especie de directrices, dispuestas a ordenar el tránsito normativo y los derechos y deberes que, como tal, son alcanzados por la reforma jurídica de que se trate, siendo sus características fundamentales, por un lado, su vigencia temporal, esto es hasta que se torne operativa la reforma; y por el otro, su carácter necesario, ya que su incorporación surge, precisamente, de la imposibilidad de que esa modificación se torne aplicable ipso iure (Cfr. Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba in re: “Felpeto, Carlos A. c/Municipalidad de Carlos Paz – Acción Declarativa de Inconstitucionalidad” Sentencia Nº 01/2011).--------------



Al respecto se ha señalado que su finalidad consiste en posibilitar la aplicación concreta de una norma permanente que se incorpora a la Constitución y permitir la inserción y armonización de un artículo nuevo.



En este sentido ha dicho la Cámara Nacional Electoral “…al producirse una reforma de una Constitución, en el lapso de transición comprendido entre la vigencia de la norma fundamental anterior y plena vigencia de la nueva reformada, se pueden producir y se producen situaciones que precisamente el constituyente debe prever dejando plasmada en disposiciones transitorias la solución elegida, que valdrá sólo para el momento para el que ha sido prevista. Si no hubiera identificado determinada situación que pudiera producirse con la reforma y en consecuencia no hubiera elegido y dejado normada la solución, se produciría una laguna constitucional que daría lugar, seguramente a dispares interpretaciones, lo que traería aparejado muy probablemente una vía desconstitucionalizadora en la ley fundamental...” (Expte. Nº 2991/98, f. 2401/98 “Lascano, Jorge Héctor s/Acción de Amparo”). ------------------------------------------------



Ahora bien, el poder del constituyente de sancionar y regular la transición, que no se encuentra discutido en autos, de ninguna manera puede considerarse  ilimitado e insusceptible de control constitucional. -----



Entrando en tema, cabe analizar los derechos que están en juego en la regulación de la cláusula transitoria sexta, partiendo de la premisa de que, -como ya se sostuviera-, si bien no existen en nuestro ordenamiento jurídico derechos absolutos, se parte de la idea de que el Estado regula, reglamenta o delimita derechos fundamentales, pero no los restringe o los limita.--------



Es decir, el ejercicio de estos poderes (sancionar cláusulas transitorias) por parte de los constituyentes, debe, en todo supuesto, conformarse a la Constitución.---------------------------------------------



A su turno, el límite establecido para la reglamentación legal de los derechos se encuentra dado por la necesidad de que el ejercicio de esta reglamentación sea ejercido en forma razonable, sin que afecte su contenido esencial. --------------------------------------



En efecto, la Constitución Nacional en su art. 28º dispone que: “Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio”, lo que implica afirmar que las leyes que regulan el uso de estas garantías de derecho público, no pueden so pretexto de reglamentar u organizar su ejercicio, alterarlas en su esencia. -------------------------------------------------



Por otra parte, tampoco puede ser soslayado por parte del poder constituyente al momento de regular la transición, que la incorporación a nuestro ordenamiento constitucional de las declaraciones y pactos sobre derechos humanos mencionados en el art. 75º inc. 22 de la Constitución Nacional, ha significado la conformación de un sistema normativo que refuerza la incorporación de disposiciones que establecen la prohibición de limitar los derechos y libertades reconocidos en estos instrumentos en mayor medida que la prevista en ellos (art. 29º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 30º de la Declaración Universal de Derechos Humanos y art. 5.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). 



Se trata de la consagración positiva del principio pro homine, “...criterio hermenéutico que informa todo el conjunto de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir ... a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente ... a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos ...” (Mónica Pinto, "El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para la regulación de los derechos humanos", publicado en "La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales", CELS, Editores del Puerto S.R.L., Buenos Aires, 1997, pág. 163/4). ----------



En efecto, la Constitución, lo que hace es reconocer el derecho, consagrarlo como tal, otorgarle rango constitucional y atribuirle garantías necesarias, correspondiendo, por lo tanto al legislador, regular las condiciones de su ejercicio siempre que no se excedan los límites impuestos por las normas constitucionales concretas y las restricciones genéricas del art. 28º de la C.N. En consecuencia, introducido el derecho en la Constitución, como instrumento de realización de la democracia social y del principio de igualdad, su regulación ya sea en un sentido mas amplio o en uno restrictivo, debe efectuarse con la sola limitación que la impuesta por su propia esencia, motivo por el cual, hay que volver, como centro de gravedad de la cuestión propuesta, a la idea de contenido esencial del derecho que está en juego. -------------------------------------------



5. La Cláusula Transitoria “Sexta” de la Constitución de la Provincia: 



De lo hasta aquí expuesto, puede inferirse las siguientes conclusiones: 

· La reforma constitucional operada, introdujo modificaciones en las estructuras de poder, y en aspectos relativos a las funciones, mandatos, duración y periodicidad del gobernador y vicegobernador;--------------------------------------

· Los derechos fundamentales (entre ellos los políticos), no son absolutos;------------------------

· El art. 152º de la C.P. es la norma que reglamenta el “derecho a ser elegido”;-----------------------------

· Las cláusulas transitorias son “normas” cuyo sentido y finalidad es la de regular o hacer posible la transición de los cambios o las modificaciones operados con motivo de una reforma constitucional;---

· En ese contexto se sancionó la cláusula transitoria sexta cuya constitucionalidad cuestiona una de las partes;---------------------------------------------- 

· Pese a su sanción, “todos” coinciden en la existencia de una “incerteza interpretativa” sobre los alcances que dichas normas tienen con relación a las autoridades que ejercieron su función durante la vigencia del régimen anterior, y que experimentan el cambio normativo en el desarrollo de su gestión actual, y  aspiran a ser elegidos con el nuevo régimen imperante;-----------------------------------

· El poder constituyente de segundo grado no tiene “poderes ilimitados”. Ergo, debe ajustarse a la Constitución y la efectiva vigencia de los derechos fundamentales;--------------------------------------- 

· Ello implica, que dichas “normas”, son pasibles de un control constitucional de razonabilidad y proporcionalidad sobre el contenido de las mismas: los medios arbitrados y sus fines, así como su respeto por los derechos fundamentales.----------
----

Resta entonces someter la norma controvertida al test de constitucionalidad, dando razones respecto a la conclusión a que se llegue.-------------------------------



Es decir, corresponde ahora, verificar si la cláusula cuestionada cumple con dichas exigencias, o, si por el contrario, va mas allá de lo autorizado por su propia naturaleza, restringiendo indebidamente los derechos políticos del actual Gobernador de la Provincia, al determinar que el mandato ejercido por el titular del ejecutivo provincial al tiempo de sancionarse la reforma, se considera como primer mandato a los fines del art. 152º del nuevo orden constitucional vigente. ------------------



A tales fines resulta importante reseñar que la disposición analizada dispone textualmente que: “El mandato del Gobernador de la Provincia, en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma, deberá ser considerado como primer período”, en referencia al art. 152º, en el que se expresa que: “El gobernador y vicegobernador ejercerán sus funciones por el término de cuatro años, sin que evento alguno pueda motivar su prórroga. Podrán ser reelectos o sucederse recíprocamente, por un nuevo período únicamente. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente, no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con intervalo de un período”. ------------------------------------------------



5.1. El Derecho Internacional y los Derechos Políticos.------------------------------------------------



Ahora bien, como ya se adelantó, la reforma constitucional reconoció jerarquía constitucional a los tratados y concordatos internacionales, conformándose así el llamado “bloque de constitucionalidad federal”.--------



Que el art. 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades, los cuales deben ser garantizados por el Estado en condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por representantes libremente elegidos; ii) a votar y ser elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de los electores; y iii) a acceder a las funciones públicas de su país.--------------------------------------



Es decir, la Convención se limita a establecer determinados estándares dentro de los cuales los Estados legítimamente pueden y deben regular los derechos políticos, siempre y cuando dicha reglamentación cumpla con los requisitos de legalidad, esté dirigida a cumplir con una finalidad legítima, sea necesaria y proporcional; esto es, sea razonable de acuerdo a los principios de la democracia representativa (Cfr. caso Yatama, supra nota 49, párr. 207). ------------------------------------------



El art. 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos, consagra los derechos políticos propiamente dichos. El inc. “b” consagra el derecho de elegir y ser elegido que poseen los ciudadanos (sufragio activo y pasivo); las características de las elecciones (periódicas, auténticas y realizadas por sufragio) y las particularidades del sufragio, al decir que el mismo debe ser universal, igual, y por voto secreto, para garantizar la libre elección de la voluntad de los electores. Por ultimo el inc. “b” sostiene el acceso a la función pública en condiciones generales de igualdad. La parte segunda del art. 23 establece un límite a la reglamentación legal, afirmando que los derechos y oportunidades consagrados en el inciso anterior, solo pueden ser reglamentados por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena de juez competente en proceso penal.------------------------------



Es dable destacar respecto de la interpretación de la última parte de la norma, que el derecho interno ha establecido que “no deben reputarse prohibidas –ni por ende inconstitucionales-, las limitaciones al derecho a ser elegido que no encuadrando en las que “exclusivamente” menciona el art. 23 del Pacto de San José de Costa Rica, responden objetivamente a razones institucionales que no exhiban naturaleza proscriptiva ni discriminatoria”.------



Así la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció en el citado caso “Yatama c/ Nicaragua”, que si bien el derecho al voto es un elemento esencial a la democracia y una de las formas en que los ciudadanos ejercen el derecho a la participación política, el cual debe ser ejercido libremente y en condiciones de igualdad, los derechos humanos, entre ellos lo políticos, no son absolutos.------------------------------------------------



En definitiva, la Corte reitera en “Yatama” las condiciones y requisitos que deben cumplir los Estados al momento de regular los derechos y libertades regulados en la Convención a saber: 1) Legalidad de la medida restrictiva; 2) Finalidad de la medida restrictiva; 3) Necesidad en una sociedad democrática y proporcionalidad de la medida restrictiva. --------------------------------



Por otra parte, en el caso “Castañeda Gutman c/ Estados Unidos Mejicanos”, en torno a la protección de los derechos políticos, sostuvo la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que los derechos políticos consagrados en la Convención Interamericana, como así en los diversos instrumentos internacionales propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político; y su ejercicio efectivo constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención. ----------------------------------------------



Es así, que desde el momento que el art. 23.1 establece que el derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos puede ejercerse directamente o por medio de representantes libremente elegidos, se impone al Estado una obligación positiva que consiste en un diseño de un sistema que permita que se elijan representantes para que conduzcan los asuntos públicos. Al efecto, para que los derechos políticos puedan ser ejercidos, la ley necesariamente tiene que establecer regulaciones que van más allá de aquellas que se relacionan con ciertos límites del Estado para reglamentar esos derechos. En definitiva, los Estados deben organizar los sistemas electorales y establecer un complejo número de condiciones y formalidades para que sea posible el ejercicio de votar y de ser votado.--------------------------------------------



La Corte considera que, en términos generales, el derecho internacional no impone un sistema electoral determinado ni una modalidad determinada de ejercer los derechos a elegir y ser elegido.--------------------------



En el ámbito universal el art. 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuya redacción es similar en una importante medida a la disposición de la Convención Americana, establece parámetros amplios en lo que se refiere a la regulación de derechos políticos. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas al interpretar dicha norma ha dicho que “el pacto no impone ningún sistema electoral concreto”, por su parte, en el caso “Manuel Cepeda Vargas c/Colombia”, la Corte afirmó (en torno al sufragio pasivo), que considera que la Convención protege los elementos esenciales de la democracia, entre los que se encuentra el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al estado de derecho”.------------------------------------



En materia de derechos políticos debe distinguirse claramente entre el sufragio pasivo y el activo. Respecto del primero, el derecho vigente debe asegurar a todos los ciudadanos su calidad de electores, condicionado exclusivamente a las limitaciones reglamentarias demarcadas por la segunda parte del art. 23 del Pacto de San José de Costa Rica. Respecto del segundo, su restricción puede ser mas amplia y sustentarse en cuestiones funcionales e institucionales, en el marco autónomo del diseño electoral de casa Estado, que se haya sujeto al modelo constitucional vigente.------------------



Formuladas estas aclaraciones, a fin de verificar las condiciones y requisitos establecidos por la Corte Interamericana en los casos “Castañeda Gutman c/Estados Unidos Mexicanos” y “Yatama c/ Nicaragua”, al momento de regular los derechos y libertades regulados en la convención, corresponde verificar si se cumplen los mismos en la cuestionada cláusula transitoria sexta, esto es: 1) Legalidad de la medida restrictiva; 2) Finalidad de la medida restrictiva; 3) Necesidad en una sociedad democrática y proporcionalidad de la medida restrictiva.-- 

5.2.1. Legalidad de la medida restrictiva: Es incuestionable la legalidad de la Cláusula Transitoria Sexta, en el sentido formal y material.-------------------

Ello surge según se estima, de dos cuestiones fundamentales: 

a) de lo dispuesto en el art. 2 inc. “k” de la ley provincial Nº 6.736 por la que se declara la necesidad de la reforma, en la cual expresamente se menciona como materia a reformar “sobre las disposiciones transitorias”; y, 

b) de lo argumentado en el capítulo precedente respecto a la naturaleza, contenido y alcance de la Cláusulas Transitorias 

5.2.2a. Finalidad de la medida restrictiva: El segundo límite de toda restricción, sostiene la Corte Interamericana, se relaciona con la finalidad de la medida restrictiva; esto es, que la causa que se invoque para justificar la restricción sea de aquellas permitidas por la Convención Americana, previstas en disposiciones específicas que se incluyen en determinados derechos, o bien, en las normas que establezcan finalidades generales legítimas (por ejemplo, “los derechos y libertades de las demás personas”, o “las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática”, ambas en el art. 32).-------

A diferencia de otros derechos que establecen específicamente en su articulado las finalidades legítimas que podrían justificar las restricciones a un derecho, el art. 23 de la Convención no dispone explícitamente las causas legítimas o las finalidades permitidas por las cuales la ley, puede regular los derechos políticos. Sin embargo, las finalidades legítimas que las restricciones deben perseguir se derivan de las obligaciones que se desprenden del art. 23.1 de la Convención, esto es: I) a la participación en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por representantes libremente elegidos; II) a votar y ser elegido en elecciones periódicas auténticas realizadas por sufragio universal, igual y voto secreto que garantice la libre expresión de los electores; III) a acceder a la función publica de su país.------------------

En el caso que nos ocupa, ante la ausencia de actas que reflejen el debate constituyente sobre el propósito real (explícito o implícito) de la cláusula transitoria, determinar su finalidad y legitimidad, es sin duda una tarea que se vuelve mas dificultosa.-------------

En este sentido, cabe suponer, que el propósito real de la Cláusula Transitoria Sexta ha sido el de garantizar la máxima operatividad y efectos de la limitación establecida por el art. 152º de la Constitución de la Provincia reformada, sin realizar distingo alguno entre ambos regímenes constitucionales (el viejo y el nuevo).---------------------------------------------------

5.2.2b. En cuanto a su legitimidad: Corresponde inferir a esta altura, que los motivos de la sanción de la Disposición Transitoria Sexta, tienen su fundamento en la alternancia en los cargos públicos, como mecanismo legítimo para evitar la perpetuación de las personas en el poder, y es por ello, que las normas limitadoras de las reelecciones, tal como la dispuesta por el art. 152º de la Constitución Provincial, no son lesivas de principios constitucionales ni de derechos fundamentales, sino que, por el contrario buscan la preservación de las raíces de nuestro sistema de gobierno. -----------------------------

Sobre el punto la CSJN, en oportunidad de cuestionar una norma de la constitución de Santa Fe que no permitía la reelección inmediata del Gobernador y del Vicegobernador, señalo: “… la exigencia de un intervalo de un período para posibilitar la reelección no vulnera ninguno de los principios constitucionales que hacen a la estructura del sistema adaptado por la Constitución Nacional, ni los derechos políticos que reconocen a los ciudadanos esta ley fundamental y los tratados y convenciones sobre derechos humanos que, con igual jerarquía, incorpora a la Carta Magna el art. 75 inc. 22 de la Reforma introducida en 1994, pues la forma republicana de gobierno –susceptible, de por sí, de una amplia gama de alternativas justificadas por razones sociales, culturales, institucionales, etc.- no exige necesariamente el derecho de los gobernantes a ser nuevamente elegidos (CSJN. fallos. 317:1195).-------------



Dicha interpretación del Tribunal, fue en aquel entonces compartida por Bidart Campos quien sostuvo: “habrá que infundir en la conciencia valorativa de muchos sectores de nuestra sociedad la convicción de que las normas constitucionales que vedan o limitan reelecciones no lastiman ni el derecho de ser elegido de quiénes no  pueden serlo, ni el derecho a elegir de los que desearían la reelección, ni los derechos humanos emergentes de Tratados Internacionales, ni el poder electoral del pueblo que confiere legitimidad de origen a los gobernantes, ni la legalidad constitucional prohibitiva de discriminaciones arbitrarias, ni el derecho de los partidos políticos a proponer candidaturas” (Bidart Campos, German J. “La reelección de los gobernadores, la organización del poder; el federalismo; los derechos humanos; el derechos provincial”. ED. 160, p. 163 y vta).

En esta línea se ha señalado también que “las normas que limitan la reelección de quiénes desempeñan autoridades ejecutivas no vulneran principio alguno de la Constitución Nacional, siendo uno de los pilares fundamentales –sino el más- del sistema democrático adoptado por nuestra Constitución, el límite de la duración de las funciones presidenciales”(ver voto Dr. Petracci, CSJN, fallos 322:385).--------------------------

Ahora bien, en el caso “Partido Demócrata Cristiano s/ Impugnación de candidatura a gobernador de Eduardo Angeloz s/ Recurso de Revisión” (P.508.1991; C.S.J.N., 5/9/1991, Pub. E.D., 144-359) el Superior Tribunal de Justicia de Córdoba, se inclinó por la postura reelecionista, sosteniendo: “la forma republicana de gobierno, no impide la reelección de los gobernantes; no puede confundirse la renovación periódica de los gobernantes con la reelección. En tal sentido, el sistema republicano se revitaliza con elecciones periódicas en las que la ciudadanía a través del voto, ratifica o desaprueba las condiciones y calidades de los candidatos”.-----------



En función de ello no es admisible sostener, que las normas limitadoras de la reelección son lesivas de principios constitucionales, ya que justamente, buscan preservar unos de los caracteres fundantes de nuestro sistema de gobierno establecido por la Constitución, así como tampoco resultan lesivas aquellas que las autorizan, quedando dicha decisión en la zona de reserva de cada autonomía provincial.-------------------------------------

No obstante el hecho de que alguna medida persiga un fin permitido por la Convención, no implica que la misma sea necesaria y proporcional, lo que se examinara a continuación.------------------------------------------- 

5.3.1. Necesidad en una sociedad democrática y proporcionalidad de la medida restrictiva: En el sistema interamericano existe un tercer requisito que debe cumplirse para considerar la restricción de un derecho compatible con la Convención Interamericana.--------------

La Corte Interamericana ha sostenido que para que una restricción sea permitida a la luz de la Convención, debe ser necesaria para una sociedad democrática.----------------------------------------------

Con el fin de evaluar si la medida restrictiva bajo examen cumple con este último requisito, es necesario valorar si la misma: a) satisface una necesidad social imperiosa, esto es, está orientada a satisfacer un interés público imperativo (necesidad); b) es la que restringe en menor grado el derecho protegido (proporcionalidad); c) se ajusta estrechamente al logro del objetivo legítimo (adecuación).---------------------------------------------

a) Satisfacción de una necesidad social imperiosa, esto es, está orientada a satisfacer un interés público imperativo (necesidad): 

Al respecto se estima, que el dictado de la Cláusula Transitoria Sexta no satisface éste requisito, toda vez que la necesidad social imperiosa y el interés público imperativo que subyace en la obligación de los poderes (constituyente y constituido) de asegurar la vigencia del principio republicano de gobierno, no depende de la decisión política o interpretación que se haga o deje de hacerse de una circunstancia única, excepcional e irrepetible ocasionada por el tránsito de un régimen constitucional a otro, toda vez que la consagración de la posibilidad de la reelección y su limitación se encuentra explícitamente contemplada en el art. 152º de la Constitución de la Provincia, es decir, la situación política social seria jurídicamente parecida, si a través de la Cláusula Transitoria Sexta se hubiera dispuesto expresamente -a título de ejemplo- todo lo contrario, esto es, que se considera como primer mandato, el período de gobierno comprendido entre el 2009-2013.----------------

Es así, que este Tribunal no puede considerar como necesaria –en el sentido de necesidad social imperiosa- el dictado o la vigencia de esta cláusula transitoria, porque como se dijo, la consagración de la reelección y su limitación a un período de gobierno prevista en el art. 152º, ya responde por sí misma a una necesidad social imperiosa advertida por el constituyente y basada en diversas razones históricas, políticas, sociales que fueran enunciadas y tratadas precedentemente, sustentadas en la idea de fortalecer la vigencia del principio republicano mediante elecciones periódicas que permitan la vigencia del principio de la alternancia de las funciones electivas del gobierno, como pilar no solo de la República, sino también de la democracia. ----------

Por otra parte, la innecesariedad de la norma transitoria se ve reflejada en el hecho en que –pese a su sanción- todas las partes y las principales fuerzas políticas de la provincia coinciden en la existencia de una “incerteza interpretativa” sobre los alcances que dichas normas tienen con relación a las autoridades que ejercieron su función durante la vigencia del régimen anterior y que experimentan el cambio normativo en el desarrollo de su gestión actual, y que aspiran a ser elegidos con el nuevo régimen imperante.------------------

En conclusión, se estima que la necesidad social imperiosa de limitar el ejercicio del poder asegurando la alternancia en el ejercicio de las funciones, está asegurada y cubierta por la sanción por parte de los constituyentes del art. 152, toda vez que la cláusula transitoria solo tiene por objeto –como se dijo-, regular la transición de un sistema constitucional a otro nuevo, resultando sobreabundante cualquier pretensión de regular por esta vía, una situación que ya se encuentra contemplada en el artículo mencionado.--------------------

b) Si restringe en menor grado el derecho protegido (proporcionalidad); y si se ajusta estrechamente al logro del objetivo legítimo (adecuación): 

A efectos de valorar la proporcionalidad de la medida que se alega restrictiva del derecho de ser elegido, enseña la Corte Interamericana que se debe examinar las alternativas existentes para regular tal derecho, y precisar su mayor o menor grado de lesividad del derecho humano que se restringe.----------------------

Como ya lo ha señalado la Corte, la Convención Americana, al igual que otros Tratados Internacionales de Derechos Humanos, no establece la obligación de implementar o no la posibilidad de la reelección, o bien su limitación a un período. Tampoco establece un mandato específico sobre la modalidad de los Estados partes deben establecer para regular el ejercicio a ser elegido en elecciones populares.-------------------------------------

En este sentido, se advierte que para superar el caso en análisis, acaecido de manera única y excepcional con motivo de la transición de un régimen constitucional a otro, se abren cuatro posibilidades: 

1) una, optada por los convencionales constituyentes del 2005 al sancionar -del modo en que fue redactada- la Cláusula Transitoria Sexta objeto de análisis; 

2) otra, la opción escogida por los convencionales constituyentes de la vecina ciudad de San Miguel de Tucumán, que en el art. 159º de las Disposiciones Transitorias dispuso que: “los mandatos de gobernador, vicegobernador, legisladores, intendentes, concejales y comisionados, en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma, no serán considerados como primer período a los efectos de los arts. 90” (Duración del mandato del gobernador y vicegobernador y reelección por un período, 45, 133 y 132 inc. 3º). “Por tanto, quedan habilitados para ser candidatos en las elecciones generales del 2.007 y se considerara al periodo 2007-2011, como el primero”, cláusula cuya validez fue convalidada por la Suprema Corte de Justicia de Tucumán (cfr. Alperovich, García Sergio Ariel s/Especiales (residual), 18/07/2011; sentencias Nº 507, casación); 

3) Una tercera, hubiese sido sancionar las cláusulas transitorias destinadas a regular el cómputo de los períodos de los cargos electivos a los fines de la posibilidad de la reelección (gobernador, vice-gobernador, diputados, tribunal de cuentas), bajo un mismo y único criterio, tema que será abordado más adelante, y que de haber sucedido, serían insusceptibles de reproche constitucional alguno.------------------------------------

4) Y por último, la escogida por los Convencionales Constituyentes de la vecina provincia de Córdoba, que al modificar su Constitución consideraron innecesario regular dicho aspecto de la transición, situación que finalmente fue resuelta por el Poder Judicial en autos: “Partido Demócrata Cristiano s/Impugnación de candidatura a gobernador de Eduardo Angeloz s/ Recurso de Revisión” (P.508.1991; C.S.J.N., 5/9/1991, Pub. E.D., 144-359), en donde se interpretó como primer mandato del Dr. Angeloz, el ocurrido bajo el nuevo régimen constitucional entonces vigente. En dicha oportunidad, la interpretación quedó a cargo de los órganos electorales y/o judiciales competentes, precedente en el que, el Superior Tribunal de Justicia de Córdoba se inclinó por la postura reelecionista, sosteniendo: “la forma republicana de gobierno, no impide la reelección de los gobernantes; no puede confundirse la renovación periódica de los gobernantes con la reelección. En tal sentido, el sistema republicano se revitaliza con elecciones periódicas en las que la ciudadanía a través del voto, ratifica o desaprueba las condiciones y calidades de los candidatos”.-----------------------------

Es indudable, que las últimas opciones descriptas y reseñadas, evidencian la posibilidad de soluciones alternativas, que tal como se verá mas adelante se erigen como menos gravosas y restrictivas de los derechos fundamentales comprometidos.---------------------

5.3.2. Proporcionalidad respecto del interés que se justifica y adecuación al logro del objetivo legítimo. Por último, si bien la Cláusula Transitoria Sexta pudo ser pensada como adecuada a la finalidad perseguida, en atención del análisis de otras opciones posibles, esta se erige como desproporcionada toda vez que conlleva una restricción ilegítima –entre otros por violar el principio de igualdad- para regular el derecho a ser elegido previsto en el art. 23.1.b de la Convención Americana, y por tanto, constituiría una violación al art. 23 de dicho tratado.--------------------------------------------------

Que es jurisprudencia inveterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que “la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico” (Fallos: 315:923; 316:188 y 321:441, entre otros). -----------------------------------

Ello se debe a que las normas sancionadas regularmente por el Congreso –en este caso la Convención Constituyente- gozan de legitimidad democrática, piedra angular del autogobierno de los pueblos. Pero los jueces no deben legitimar las decisiones mayoritarias, simplemente porque son mayoritarias (Cemerinsky Edwin Fireword: The Vanishing Constitution, en Harvard Law Review, 103:43). -----------------------------------------

Sobre tal cuestión la Corte Interamericana ha señalado que [...] no es posible interpretar la expresión leyes, utilizada en el artículo 30 [de la Convención], como sinónimo de cualquier norma jurídica, pues ello equivaldría a admitir que los derechos fundamentales pueden ser restringidos por la sola determinación del poder público, sin otra limitación formal que la de consagrar tales restricciones en disposiciones de carácter general. Tal interpretación conduciría a desconocer límites que el derecho constitucional democrático ha establecido desde que, en el derecho interno, se proclamó la garantía de los derechos fundamentales de la persona; y no se compadecería con el Preámbulo de la Convención Americana, según el cual “los derechos esenciales del hombre... tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos” (Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Baena Ricardo v. Panamá, sentencia del 2 de febrero de 2001, Fondo, Reparaciones y Costas).  ------------------------------------------------ 

XI) Conclusión: Por las razones apuntadas precedentemente se puede afirmar que la Cláusula Transitoria Sexta no supera el test de constitucionalidad, por lo que corresponde invalidar la misma.---------------- 

De esta forma, y volviendo a analizar las posibilidades descriptas, invalidada que fuera la opción de la elección realizada por el constituyente al sancionar la Cláusula Sexta, y al no haberse optado por la alternativa mencionada como tercera, ni mucho menos por la segunda hipótesis (caso Tucumán), es evidente que la cuarta (precedente Angeloz), resulta la menos restrictiva a los derechos políticos en juego consagrados en el art. 23 de la convención.--------------------------------------

Por otra parte, esta solución se compadece no sólo con el principio de interpretación favorable al ejercicio de los derechos fundamentales, sino también resulta compatible y armónica con el principio de irretroactividad de las normas, que prohíbe proyectar al pasado los efectos que una norma conlleva, lo que sucedería en la especie, de considerar válida la norma transitoria cuestionada, toda vez que la primera elección del actual gobernador ocurrida en el año 2.005, fue, indudablemente, un hecho cumplido bajo la vieja Constitución, y que además, resultaba temporalmente incompleto como para considerarlo “primer período”; la segunda, en el año 2.009 lo fue al amparo de la nueva, actualmente vigente, por tanto, será este último, el primer mandato a los fines de la aplicación del art. 152º de la Constitución de la Provincia. ----------------------

Esta es la interpretación que más se condice con la máxima vigencia y el efectivo ejercicio al derecho de ser elegido, lo que lleva a concluir, que no habría obstáculo –se aclara, “por esta única vez”-, para que el Dr. Gerardo Zamora participe como candidato para la primera magistratura de la provincia para un nuevo período de gobierno 2013-2017; pues como destaca García Pelayo: “Siempre queda reservada la última instancia a la elección regular por parte del pueblo, que decide a qué partidos, y en qué medida a cada uno de ellos, le da la confianza que les abra el paso al poder (García Pelayo, Manuel, “Topología de las estructura políticas”, Caracas, 1966, Cuadernos del Instituto de Estudios Políticos Nº 10, p.59.).---------------------------------------------------

Asimismo, es la solución que más se ajusta al principio de igualdad, dado que todo sistema constitucional posee condiciones para hacer efectivo su funcionamiento y, tales condiciones, resultan incuestionables, siempre que las limitaciones que imponga no sean arbitrarias o discriminatorias. ------------------

Cabe recordar la tradicional jurisprudencia de la C.S.J.N. en esta materia, según la cual la garantía del art. 16 de la Constitución Nacional, no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferente, en tanto la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución de personas o grupo de ellas. La validez constitucional de esas categorías se encuentra subordinadas a que emanen de causas objetivas o razones sustanciales, por lo que resulta excluida toda disparidad o asimilación injusta a la que conducirían criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o de clase o ilegitima persecución. La razonabilidad de las leyes depende de su arreglo a los fines que requieran su establecimiento y de la ausencia de inequidad manifiesta.

El Máximo Tribunal de la Nación, tiene dicho respecto al concepto contenido en el art. 16 de la Constitución Nacional, que “importa el derecho de todos a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de los que se concede a otros en iguales circunstancias” (CSJN. Fallos 16:118; 101:401; 123:106; 124:122; 195:112, entre muchos).--------------------------

A la luz de tal inteligencia, sólo se configuraría una violación al mismo si se le impidiera el acceso a un cargo a algún candidato hallándose en idéntica situación que otro al que se le permita. Al respecto señala el entonces Sr. Vocal de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Dr. Bossert: “la violación del principio de igualdad, que permitiría aludir a discriminación o proscripción, se configura cuando a un sujeto se le niega la posibilidad de acceso al cargo hallándose en la misma situación que otros a quien ello le es permitido” (voto Dr. Bossert; CSJN, fallos: 322:385).--

Trasladados estos conceptos al análisis de la Cláusula Transitoria Sexta, se advierte que pese a que tanto la consagración de la posibilidad de reelección como la limitación prevista en el art. 152º de la Constitución de la Provincia alcanzan tanto al gobernador como al vicegobernador de la provincia, sin embargo, y a pesar de encontrarse en la misma situación jurídica, la norma evaluada, sólo se dirige al gobernador en ejercicio, vulnerando de esta manera, el principio de igualdad consagrado por el art. 16º de la Constitución Nacional.---

La violación al principio de igualdad también se encuentra patentizada en el contenido de la cláusula transitoria “octava”, en la cuál –para regular el límite a la posibilidad de ser reelegidos a los miembros integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia- se dispone que se considerará primer mandato el período 2009-2013. ----------------------------------------------------

Otra desigualdad de trato, se evidencia en la primera parte de la transitoria “cuarta”, en donde se establece un criterio totalmente opuesto que el establecido en la sexta para el mandato del gobernador en ejercicio, con respecto a los diputados que resultaran electos para el período 2007-2009; al igual que para las funciones del vice-gobernador (transitoria “quinta”). ----

Es decir, el constituyente cuando regula la situación de funcionarios que se encuentran en una misma situación jurídica (en cuanto al cómputo de los mandatos a los fines de la reelección), lo hace –expresamente- de manera diferente.-----------------------------------------

De lo expuesto, es posible inferir, que declarada la inconstitucionalidad de la cláusula Transitoria Sexta, a los fines de la limitación prevista por el art. 152 de la Constitución provincial, se considera como primer mandato del Gobernador Gerardo Zamora el periodo 2009-2013, por ser ésta, a criterio del suscripto, la opción que mas se compadece con la plena vigencia de los derechos fundamentales. ------------------



Por lo expuesto, normas legales citadas, jurisprudencia reseñada y oída que fuera la Fiscal subrogante del Titular del Ministerio Público Fiscal, Se Resuelve: I) No hacer lugar al recurso de apelación por salto de instancia interpuesto por el Partido Político Movimiento Santiago Viable, y en su mérito, II) Confirmar la sentencia emanada del Juzgado en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación, de fecha 13 de septiembre de 2.013 (fs. 179/199), por los motivos expuestos en los considerandos precedentes, en cuanto declara la inconstitucionalidad de la Clausula Transitoria Sexta de la Constitución de la Provincia y habilita al ciudadano Gerardo Zamora a participar en las elecciones previstas para el 27 de octubre, como candidato en la categoria de Gobernador de la Provincia de Santiago del Estero. III) A sus efectos por Secretaria comuníquese al Tribunal Electoral de la Provincia y Junta Electoral Nacional adjuntando copia de la presente resolución. IV) Costas por su orden atento la naturaleza de la cuestión planteada. Fdo: Sebastian Diego Argibay – Gustavo Adolfo Herrera - Raul Alberto Juarez Carol – Eduardo José Ramón Llugdar - Armando Lionel Suarez - Ante mí: Dra. Isabel M. Sonzini de Vittar - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe. 

Voto del Dr. Gustavo Adolfo Herrera.



Y Considerando:



I)
Adhesión: Que el suscripto comparte “In totum” los bastos y solventes fundamentos expresados en su voto, por mi colega que me antecede; quién ha abordado “In extenso” el objeto de debate.-----------------------------



Ello no obsta a la exteriorización de algunos de los fundamentos que motivan la adhesión explicitada.------



II) Admisibilidad Formal: La competencia derivada de  éste Superior Tribunal fue determinada, ab initio, en lo establecido por el Art. 193, Inc. 2|°, letra “d”  de la Constitución Provincial (… Por salto de instancia contra decisiones de los jueces de primera instancia en cuestiones de gravedad institucional”). Resta, consecuentemente concretar el juicio de re-admisibilidad  formal de la impugnación, excluyendo toda consideración respecto al instrumento extraordinario habilitante.----------------------------------------------



Surge de las constancias de autos que el decisorio apelado, que obra a fs. 179/99, fue notificada a la recurrente mediante cédula de ley (glosada a fs. 201),  diligenciada el 16 de septiembre del 2013; la instancia fue abierta por memorial escrito extraídos de autos y en cuadernillo de restitución (fs. 227/42), el día 19 de septiembre del 2013, esto es luego de haber fenecido el plazo recursivo normado por el Art. 326 ss. y conc. del C.P.C. y C..----------------------------------------------



La extemporaneidad fue advertida por la A quo (ver providencia de fs. 243), lo que motivó la interposición de Recurso de Queja por Apelación Denegada, resuelta por la Excma. Cámara de Apelaciones, confirmando la perención del término recursivo (fs. 324/29).----------



Es así que la acción recursiva no supera el valladar de admisibilidad en atención a su extemporaneidad, entiéndase la “acción” como el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamar la satisfacción de una pretensión (Couture, E., Fundamentos de derecho procesal civil, Depalma, Bs. As. 1990, pp.58/59, 69/74) y guarda un matiz diferencial con el “derecho a la jurisdicción” definida como el derecho a ocurrir ante un órgano jurisdiccional en procura de justicia (Padilla, M., Lecciones sobre derechos humanos y garantías, Abeledo-Perrot, Bs.As. 1993, p.21). La primera agota su cometido al servir de sustento a la pretensión y la segunda, continúa durante el proceso hasta la sentencia (Sbdar, C. Amparo de derechos fundamentales, Ciudad Argentina, Bs. Bs. 2003, p.70).------------------------------------------ 



Es que el derecho a la jurisdicción es compresivo del derecho de acción y se encuentra condicionado a la existencia de una vía legitimante, inexistente en el sub lite por haber fenecido el plazo, en tanto ello produce caducidad del derecho o cierre de una instancia, sin necesidad de actividad alguna del juez ni de la parte contraria. La interposición del Recurso es totalmente extemporánea; debiéndose estar a la declaración judicial que desvincula a la parte ocurrente.-------------



III) Razones de la Excepción de Tratamiento:                             Sin perjuicio de las consideraciones vertidas supra, y pese a la extemporaneidad de la instancia recursiva, su tratamiento obedece a razones excepcionales, por cuanto la cuestión debatida asume gravedad institucional e incide sensiblemente sobre el proceso eleccionario (conc.: CSJTucuman, in re “Piossek Prebisch, Teresa y otros Vs. Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán s/Amparo -Per Saltum interpuesto por el señor Fiscal de Estado de la Provincia Dr. Benito Carlos Garzón”, sentencia Nº 311 de fecha 10 de mayo de 2003), de forma tal que se obtenga un pronunciamiento jurisdiccional que difume incertidumbres en tema sensible para la comunidad en general.------------



Ello en tanto “...  la existencia de cuestiones que revisten extrema gravedad institucional justifica la intervención de esta Corte, “superando los ápices procesales frustratorios' de las finalidades que informan el recurso extraordinario de casación” (CSJTucumán, in re “Matus Arnut Teresa del Carmen s/ Acción de Amparo - Casación por Gravedad Institucional”, sentencia Nº 3 de fecha 21 de febrero de 1992); constituida en el sub lite por afectar el normal funcionamiento de las instituciones básicas de la Provincia materializando un interés general, pues la comunidad entera, que se encuentra organizada bajo el sistema Republicano y Federal, cuya solución es necesaria.------------------------------------------------


Iluminado por los principios enunciados y exigidos por reunir 'prima facie' (según sucede en el caso y fuera determinante de la apertura del “per saltum”) “…  para que el marco normativo que procura la eficiencia del Tribunal no conspire contra la eficiencia de su servicio de justicia al que, en rigor, debe tributar todo ordenamiento procesal' (CSJN: sentencia del 6-11-90 in re: Dromi José s/Avocación en autos Fontenla M.E. vs. Gobierno Nacional"; en Jurisprudencia Argentina, 1990-IV-pág.472 y ss.).------



IV) El control de constitucionalidad: Como bien lo  ponderara el distinguido Vocal que me precede en el voto, en su cumplimiento, constituye una función paradigmática, incita siempre dentro del amplio marco constitucional y en todas las dimensiones y posibilidades de justicia que una razonable interpretación pueda brindar.--------------------------------------------------



1) El proceso de reforma de nuestra Constitución Provincial en el año 2005 debió ajustar su cometido a dos restricciones: por un lado una externa al texto constitucional, es decir, la que expresa la propia ley de reforma en la cual la Legislatura fija los cauces por el que debe transitar la constituyente; y otra interna o propia del mismo texto constitucional la cual está conformado por la exigencia de coherencia con todos los artículos que no son afectados por la ley de reforma.-----



Respecto de ambas restricciones los órganos jurisdiccionales se encuentran investidos de la potestad de control de constitucionalidad, en tanto advierta que el Constituyente se excedió o sobrepasó lo límites impuestos por la norma reformadora o quebró la lógica jurídica del articulado de la propia Constitución.---------------------



En el actual desarrollo institucional adquiere nuevamente sentido la clásica doctrina de a Corte Suprema de la Nación, la cual indicó que “…la misión más delicada que compete al Poder Judicial es la de saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones, pues al ser el poder llamado para sostener la vigencia de la Constitución, un avance en desmedro de las facultades de los demás, revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público (Fallos: 155:248). Por tal motivo, en las causas en que se impugnan actos cumplidos por otros poderes, en el ámbito de las facultades que les son privativas, la función jurisdiccional no alcanza al modo del ejercicio de tales atribuciones, pues ello importaría la invasión que se debe evitar (Fallos: 254:43).----------------------------------



2) Tanto el Gobernador como el Vicegobernador de la Provincia asumieron sus cargos durante la efectiva vigencia del texto de la Constitución de la Provincia con las reformas de los años 1997 y 2002. La Convención Constituyente del año 2005, en cuanto a la conformación y atribuciones de esos funcionarios modificó las funciones del Vicegobernador (ex ante solo funciones ejecutivas) atribuyéndole funciones eminentemente legislativas (ver Art. 120 C.P.), potestad ésta “en vigilia”, por disposición expresa de la Cláusula Transitoria Quinta, hasta el nuevo período de gobierno (año 2009). Por su parte, el artículo 152 establece que el Gobernador y el Vicegobernador ejercerán sus funciones por el término de cuatro años y podrán ser reelectos o sucederse recíprocamente por un nuevo período únicamente, en rigor idéntico tenor que el Art. 139 y 140 de la anterior Const. Provincial.-----------------------------------------------



La Cláusula Transitoria Sexta de la Constitución Reformada, cuyo alcance constituye el objeto de la tacha de inconstitucional, reza: “El mandato del Gobernador de la Provincia, en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma, deberá ser considerado como primer período”. Adviértase que esta pretensa interpretación auténtica del poder constituyente tiene dos lecturas: a) el entonces gobernador solo puede ser reelecto una vez, al vencer su primer mandato (año 2009); o  b) el entonces vicegobernador se encuentra habilitado para ser electo en ese cargo -o en el de gobernador- dos veces (tres períodos).------------------------------------------------



La asimetría aritmética luce prístina; la persona que al momento de la sanción de la nueva Constitución ejercía el cargo de Gobernador solo puede completar dos períodos, pero quien detentaba el cargo de Vicegobernador se encontraría habilitado para tres períodos.-------------------------------------------------



3) Es así que la interpretación hermenéutica del dispositivo transitorio revela la violación intra-sistemática del principio de igualdad, reconocida por el Art. 16 de la Constitución Nacional, expresamente legislado en el Art. 24 P.I.D.H., que reza: “Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”; y en el Art. 14 Inc. 1) del P.I.D.C. y P., que consigna: “Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia …”.-----------------------




No se trata de una igualdad absoluta aritmética, siempre se ha entendido que ella consiste en el derecho de que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se acuerda a otros en igualdad de circunstancias, creando distinciones arbitrarias, injustas u hostiles contra determinadas personas o grupos de personas. En el sub examen írrita desigualdad de oportunidad entre quienes detentaban mandato como gobernador y vicegobernador en el período 2005/2009.------



La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado que la igualdad exige que se trate del mismo modo a quienes se encuentran en iguales situaciones, es decir, “… igual tratamiento de los iguales en iguales circunstancia” (C.S.N., sentencia del año 1944, "Nuevo Banco Italiano vs. Municipalidad de la Capital, Fallos 200-424). Por lo tanto, ello significa el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias y condicione (C.S.N., Fallos 303:1580; 304:710).-------------------------------------------------



4) Toda interpretación de cláusulas de la Constitución debe concretarse de modo sistemático y coherente, y no en forma aislada y desconectada del todo que componen (C.S.N., Fallos: 283:239; 301:489; 315:71 y 331:858), en tanto nuestra ley fundamental no es pétrea, debiendo extraerse su contenido en forma dinámica y evolutiva para dar una respuesta adecuada a las demandas y necesidades sociales actuales y a los cambios que operan en una comunidad (C.S.N., Fallos 211:162; 214:291; 320:875; 320:2701), cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho (C.S.N., Fallos: 310:937; 312:1484).-------------------------------



Es por ello que, frente a un aparente enfrentamiento normativo intraconstitucional (y aun de una norma constitucional con otra de distinta jerarquía) debe procurarse obtener el máximo rendimiento jurídico posible (la máxima vigencia posible) de los preceptos involucrados, mediante una interpretación armónica y no confrontativa (Fallos: 167:121; 171:348; 181:343; 199:483; 236:100; 240:311; 242:353; 246:345; 277:213; 296:432, entre otros tantos; paradigma del criterio de la compatibilidad es Fallos: 312:496). Es que la interpretación y la aplicación de las disposiciones legales deben tender a la validez constitucional de estas últimas, pues la declaración de inconstitucionalidad es un acto de suma gravedad institucional, ya que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas gozan de una presunción de legitimidad que, en principio, opera plenamente, y que obliga a ejercer aquella extrema atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indubitable; de lo contrario, se desequilibraría el sistema constitucional de los tres poderes, que no está fundado en la posibilidad de cada uno de ellos actúe destruyendo la función de los otros, sino en que lo haga con la armonía que se exige para el cumplimiento de los fines del Estado, para lo cual se requiere el respeto de las normas constitucionales y del poder encargado de dictar la ley (cfr. C.S.N., Fallos: 226:688; 242:73; 285:369; 300:241 y 1087; 314: 424, entre muchos otros).--------------------------------------------



5) El prisma que construye ese razonamiento es el principio pro homine, que alude a una directiva que indica al intérprete que, frente a uno o varios textos normativos se debe tomar siempre una decisión a favor de la persona. El principio constituye, por una parte, un criterio de interpretación y por otra, una norma de reenvío; como criterio de interpretación,  establece un principio de interpretación extensiva de los derechos humanos y restrictiva de sus limitaciones (conc.: Corte IDH, O.C. 5/85); como norma de reenvío, el principio pro homine indica al intérprete, frente a la concurrencia de normas de distinto origen, cual de todas las normas debe elegir para la decisión del caso.-------------------------



Instruye así que se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos define el principio pro homine expresando que “en materia de reconocimiento de derechos, se debe estar a la norma más amplia y a la interpretación más extensiva e, inversamente, a la norma y a la interpretación más restringida en materia de limitación de derechos” (Comisión IDH, Informe 35/07 –caso 12.553- “Jorge, José y Dante Peirano Basso”. República Oriental del Uruguay del 1 de mayo de 2007; conc.: C.S.N., in re Acosta, en Fallos 331:858).-------------------------------------------------



Por tanto, aquella potestad conferida por la norma transitoria exclusivamente al Vicegobernador debe ser interpretada como repulsiva del principio de igualdad y ese vicio desbarata su aplicación restrictiva de derecho. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Raul Alberto Juarez Carol – Eduardo José Ramón Llugdar – Armando Lionel Suarez - Ante mí: Dra. Isabel M. Sonzini de Vittar - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe. 

Voto del Dr. Eduardo José Ramón Llugdar.



Y Visto: Para resolver el Recurso por Apelación por Salto de Instancia, interpuesto por la apoderada del partido político “Movimiento Santiago Viable” en las presentes actuaciones (fs. 17/32 vta.) y declarado admisible por este Superior Tribunal de Justicia mediante resolución de fecha 01/10/2013 (fs. 51/57).---------------



Y Considerando: 



I) El suscripto se adhiere en un todo a la ponencia vertida por los Sres. Vocales que me preceden en el orden de sufragar, haciendo propios los fundamentos allí expresados y a la resolución que se propone para el caso puesto a decisión.-----------------------------------

Sin perjuicio de lo mencionado en el considerando precedente, se considera apropiado ampliar los fundamentos justificatorios con las razones que motivaron a este ponente a prestar la adhesión señalada en la misma línea argumental.--------------------------------

Como primera reflexión y teniendo en cuenta la naturaleza eminentemente de derecho público provincial de las normas en cuestión y de la trascendencia que el caso a resolver tiene para esta Provincia, este Superior Tribunal de Justicia, (tal como lo estableció la Corte Suprema de Justicia de la Nación recientemente en el caso “Rizzo, Jorge Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley Nº 26,855, s/ Acción de Amparo- Medida Cautelar del 18/03/2013”), y siguiendo precedentes del Cimero Tribunal en fallos: 330:3836, 3471, 2180; 329:4206, no limitará su decisión a los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbirá realizar una declaración sobre los puntos en disputa, examinando temas que se encuentran inescindiblemente vinculados a ellos.---------------------

En efecto la cuestión vinculada a la Constitución Provincial puesta a decisión involucra aspectos esenciales que hacen a la existencia misma del Estado santiagueño como provincia autónoma, integrante y preexistente a la misma Nación que integra junto con las demás provincias argentinas.------------------------------

En dicho contexto y por decisión de las antes nombradas, unas de las principales características del sistema de gobierno de la Nación Argentina es el Federal, puesto que una de las condiciones, ineludible para prestar la voluntad de constituir un estado soberano que albergara a todas las provincias fue que éste respetara invariablemente sus autonomías, siendo dicho paradigma el de los originarios constituyentes de 1853 y de todos los posteriores que intervinieron en la sucesivas reformas realizadas a nuestra Carta Magna nacional hasta nuestros días, puesto que las normativas vinculadas a estos principios nunca fueron objeto de modificación, y si bien en alguna pauta pudo ser alcanzada, fue para reafirmar y profundizar el sistema referenciado.----------------------

Tal es el caso del actual Articulo 5º en que las provincias se reservan el derecho de dictar para sí una constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo a los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal y la educación primaria, pauta bajo las cuales el gobierno federal garantiza a cada una de ellas el efectivo goce y ejercicio de sus instituciones. Al expresar la condición de conformidad a los principios, declaraciones y garantías contenidas en la Carta Magna nacional queda clara la referencia al Capitulo I y II de la misma. Lo aquí expresado, queda evidenciado en virtud de que la única reforma experimentada por le articulo 5º de la Constitución Nacional fue en el año 1860 en el sentido antes indicado.-----------------------------

De este modo la Provincia de Santiago del Estero, posee su propia constitución provincial, la que se encuentra en sintonía con el bloque rígido de la nacional, conformado por las llamadas cláusulas de intangibilidad, en cuanto a los derechos, principios y garantías, y como Estado autónomo organiza sus propias instituciones regulando la forma de elección de las autoridades públicas en orden al sistema representativo y republicano, en donde la principal autoridad provincial es el Gobernador ungido de forma democrática por la expresión soberana del pueblo santiagueño en elecciones convocadas al efecto de conformidad a las leyes provinciales pertinentes.---------

Lo mencionado precedentemente tiene la finalidad de establecer la correcta ubicación donde se encuadra la cuestión constitucional que este Tribunal tiene la delicadísima tarea, como máxima autoridad judicial provincial, de interpretar fijando sus verdadero sentido o alcance en su rol de tribunal constitucional.-------------

Desde la perspectiva señalada es imprescindible definir la tarea interpretativa que realizara este Superior Tribunal de Justicia respecto al texto constitucional provincial, entendido éste, no como una mera expresión semántica, sino como una expresión de principios esenciales para lograr el camino acordado por una comunidad determinada para el logro de su fin último y afianzar la libertad, el bienestar general, la justicia, la igualdad en base a las creencias, ideas y valores que la misma considera como más aptos para el logro de sus objetivos y su realización como tal. Por ello con acierto, destacada doctrina sostiene con énfasis que no es lo mismo interpretar las normas de jerarquía inferior como las leyes comunes que interpretar la Ley Suprema puesto que de así no hacerlo se estaría “desconociendo la naturaleza, misión y jerarquía de ambas manifestaciones del poder político” (Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano- Ed. 2004, Tomo I, Pag. 62, publicación de la asociación civil Konrad Adenauer Stiftumg, 10º Edición). Ello es así puesto que como lo ha sostenido Segundo V. Linares Quintana (Tratado de Interpretación Constitucional. Pag. 224, Editorial Abeledo Perrot) cuando se interpreta la Constitución no se puede imponer al intérprete el empleo exclusivo y absoluto de un método determinado, a la manera de fórmulas matemáticas, por lo que el juez constitucional debe tener la plena libertad de escoger y utilizar en la interpretación de las normas de dicho rango los diversos procedimientos que la buena técnica constitucional prevé para desentrañar el correcto y verdadero sentido de la norma jurisdiccional. En la dirección indicada resulta de mucha importancia expresar que conforme al contexto de las situaciones planteadas, es necesario tener en claro que las normas constitucionales, por estar básicamente constituidas por expresión de principios y valores no pueden ser objeto de subsunción mediante el silogismo formal, del modo tal como fuera sostenido por los precursores del dogmatismo científico que con sustento en el “Espíritu de las Leyes” de Montesquieu, consideran al juez como la boca que pronuncia las palabras de la ley como su única función, asimilándolo a un autómata mecánico, sino que por el contrario, el juez de un verdadero Estado de Derecho constitucional, en su tarea de control de constitucionalidad debe realizar una tarea interpretativa activa, ya que en muchos casos la enunciación semántica o nominal del texto puede llevar a resultados disvaliosos, imponiéndose una tarea ponderativa, consistente en sopesar la importancia de los principios constitucionales que debe interpretar siendo un elemento vital a ponderar la realidad social donde la decisión derivada de su interpretación producirá los efectos.--------------------------------------------------

Los motivos que justifican la postura mencionada del intérprete, radica en que la Constitución no sólo se compone de reglas formales y procedimentales, sino que además, los principios y valores que la informan, se conforman de fuertes contenidos éticos, morales y sociológicos, por lo que la decisión interpretativa al respecto más que legal, debe ser legítima, es decir dentro del marco de legalidad pero con eficacia real y ética en relación al contexto específico a donde la misma se ejecutará.------------------------------------------------

A este respecto, cabe recordar lo enunciado por Karl Loewenstein, con justicia considerado como el padre del constitucionalismo moderno, cuando señala que la experiencia histórica ha demostrado que las constituciones a las que se les da un sentido nominal y semántico, son prácticamente nulas en eficacia real, ya que aunque el texto legal esté perfectamente arbitrado y regulado, puede resultar no sólo políticamente sarcástico, sino científicamente peligroso, por la clara y sencilla razón de que la Constitución no es sino la expresión jurídica de un sistema de valores a los que se pretende dar un contenido histórico y político, por lo que su interpretación por la Justicia Constitucional debe realizarse y entenderse desde dicha perspectiva (Teoría de la Constitución, pág. 216 y ss. Ed. Ariel, Barcelona, 1964).----------------------------------------------------

En igual sentido, y con mayor profundidad, el reconocido Maestro italiano del procedimiento constitucional Mauro Cappelletti, considera que cuando la interpretación de la Constitución, lejos de actualizar un sistema de valores, se convierte en mero instrumento de falsificación de la realidad política, deja por tanto, sin justificación posible la defensa dentro de ella de ningún sistema de justicia constitucional. Defender la pura semántica constitucional, terminaría siendo entonces la más vituperable traición a los valores del constitucionalismo auténtico, a nivel político; y a nivel científico, la negación más rotunda de las funciones primordiales que en la jurisdicción constitucional está llamada a desempeñar. Por ello, si jurídicamente el control de constitucionalidad sólo se percibe desde la definición previa de la Constitución como ley suprema, política y científicamente, sólo es lícito sostener la existencia de una Justicia constitucional cuando la Constitución se entiende como realidad normativa y no como una mera configuración nominal y semántica; proceder de otro modo supondría condenar la teoría constitucional y la labor de los constitucionalistas al más menesteroso y errante de los quehaceres (“Il controllo giudiziario di constituzionalità delle leggi nel diritto comparato”, pag. 61, Ed. A. Giuffrré, Milán, 1973, citado por Pedro Vega en Jurisdicción Constitucional y Crisis de la Constitución, Revista de Estudios Políticos, Nº 7/1979, Madrid, España).

Carlos Santiago Fayt, (Nuevas Fronteras del Derecho Constitucional, Ed. La Ley 1995), citando varios votos como Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, señala que el uso de la razón, el conocimiento de la realidad, la comprensión del pasado, y la proyección de las consecuencias futuras deben ser la guía de los Magistrados para la correcta interpretación constitucional, al igual que el Máximo Tribunal de la Nación, en (Fallos: 167:121;190:571; 269:432; 302:596, entre otros), puesto que la Constitución debe ser analizada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de las disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás, evitando que las unas entren en colisión con las otras, de modo de respetar la unidad sistémica de la Ley Fundamental, por lo que recurrir a los principios de interpretación constitucional no puede significar en modo alguno, apelar a criterios de superfluidad de la Constitución, en razón de que sean los verdaderos principios la verdadera constitución y no la norma establecida como derecho positivo.------------------

Vinculadas a lo expuesto en este considerando, son las reflexiones de Rodolfo Luis Vigo, quien con meridiana claridad, describe y compara el trabajo del jurista en el marco del Estado de Derecho legal, respecto al que cumple en el Estado de Derecho Constitucional, englobando en la primera a quienes se inscriben en el marco de las teorías normativistas kelsenianas; en las segundas, a los que se enrolan en el neoconstitucionalismo, manifestando que en nuestro país, los primeros siguen teniendo una presencia importante en la formación académica, pero resulta difícilmente compatible con lo que requiere hoy el Estado de Derecho Constitucional. (“De la Interpretación de la Ley a la Argumentación desde la Constitución: Realidad, Teorías y Valoración”, en revista Dikaión, Nº 21, Vol. 1, de la Universidad de La Sabana, Colombia – Junio 2012).---------

Por último, cabe expresar que partiendo del convencimiento de que las constituciones no sólo se componen de normas, sino fundamentalmente de principios y valores, no podrá soslayar el intérprete que son las circunstancias concretas del caso constitucional planteado, las que determinarán el significado de las cláusulas en conflicto, no existiendo soluciones únicas, ni reglas generales preexistentes, pues dependiendo del caso, la determinación de un derecho constitucional puede tener significaciones distintas, al ser el Derecho en sí dinámico y no estático, como las concepciones evolutivas de la cosmovisión de la sociedad a la que rige.-----------

En orden a los principios interpretativos anteriormente referenciados, es de tener presente lo enunciado por el art. 177 de la actual Constitución de la Provincia que en referencia al Poder Judicial, expresa que “la potestad de impartir justicia emana del Pueblo, y es administrada por Magistrados, integrantes del Poder Judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley y del Derecho...”. Por su parte, el art. 152 expresa que el Gobernador y el Vicegobernador ejercerán sus funciones por el término de cuatro años, sin que evento alguno pueda motivar su prórroga. Podrán ser reelectos o sucederse recíprocamente, por un nuevo período únicamente. Si han sido reelectos o si han sucedido recíprocamente, no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con intervalo de un período. En tanto la disposición transitoria Nº 6ta. expresa que el mandato del gobernador de la Provincia, en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma, deberá ser considerado como primer período. A su vez la cláusula 5ta., enuncia que las disposiciones que establecen las funciones para el vicegobernador comenzarán a regir a partir del próximo período de gobierno.-------------------------------------------------

Que los desacuerdos entre los distintos actores jurídicos que promovieron las distintas acciones, tanto de declaración de certeza como de inconstitucionalidad mediante la acción de amparo, de la cláusula 6ta. transitoria, en representación de diversos frentes y partidos políticos, radica principalmente en que unos consideran que debe aplicarse en forma literal dicha cláusula a quien se encuentra actualmente en ejercicio del cargo de Gobernador de la Provincia; en tanto otros esbozan motivos y argumentos que llevan a solicitar la inconstitucionalidad de ésta, considerándola proscriptiva para éste respecto a lo enunciado en referencia al Vicegobernador y que contrariaría el texto constitucional propiamente dicho, respecto a la duración de los mandatos a partir de la reforma de 2005.---------------------------

VI) Al efecto, cabe expresar que existen motivos de incoherencia entre las cláusulas transitorias 5ta. y 6ta., respecto de que se trate del gobernador o del vicegobernador, en cuanto a los efectos del nuevo ordenamiento constitucional producido por la Reforma de 2005, en lo referente a la periodicidad de los mandatos consecutivos, en el sentido de aplicación inmediata al mandato en curso del primero, y a la postergación al próximo período de gobierno para el segundo, en lo concerniente a la consideración del computo del primer período, cuestión que ha sido suficientemente abordada y fundamentada en el tratamiento dado en el voto del Vocal preopinante al que adhiero. A su vez, y debido a la inminencia de la realización del acto eleccionario para la categoría de Gobernador de la Provincia -en donde la inmensa mayoría del electorado provincial tiene puestas sus expectativas para ejercer su derecho cívico del voto- lleva necesariamente y conforme a los parámetros de interpretación esgrimidos, a realizar un juicio de ponderación dentro de un contexto específico, entre los principios contenidos en el texto constitucional propiamente dicho, la Constitución Material, -en especial lo referido en los arts.18º, 152º y 177º- y la normativa complementaria, o aspectos formales o instrumentales, que además, como cláusulas de carácter temporal, carecen en su contenido de principios y valores.------------------------

Es indudable que la Provincia de Santiago del Estero, como integrante de un país democrático y federal, en su Constitución otorga el carácter de soberano al Pueblo de la Provincia, reconociéndole a éste en dicho carácter, la potestad de impartir justicia.---------------

También es claro que el sistema democrático argentino y provincial, es de tipo representativo, y en cuanto al Poder Judicial, la potestad jurisdiccional del Pueblo como soberano, es delegada en la persona de los jueces, que elegidos del modo y por los mecanismos establecidos por la misma Constitución, administran la potestad delegada. ---------------------------------------

Que la teoría de la representación en orden al Poder Judicial, se encuentra íntimamente vinculada a la legitimidad del Poder Judicial en cuanto a decidir cuestiones inherentes a las decisiones de las mayorías democráticas del sistema político, especialmente conformadas en los poderes Legislativo y Ejecutivo, cuyos representantes son elegidos directamente por el Pueblo, en elecciones libres, a diferencia de la elección de los jueces que componen el Poder Judicial, quienes son seleccionados en elección de segundo grado, es decir, mediante la participación de los representantes del Ejecutivo y Legislativo a través de los sistemas del Consejo de la Magistratura, o de la propuesta con acuerdo legislativo (según la jerarquía de que se trate), siempre con participación de representantes de dichos poderes que son elegidos en forma directa por el electorado.----------

Si bien la potestad jurisdiccional de ejercer el control de constitucionalidad, incluso sobre actos emanados por cuerpos conformados por representantes elegidos directamente de la voluntad popular, posee su respaldo en lo establecido en la propia Carta Magna, merced a la forma de designación de sus miembros realizada mediante la participación de los representantes del Pueblo como poderes constituidos, que en definitiva representan la voluntad del cuerpo electoral todo y nadie cuestiona dicha legitimidad, lo cierto es que se genera una tensión, en especial en los tiempos actuales en donde existe un consenso general a nivel país en orden a una suerte de conciencia social de deslegitimación respecto a las decisiones de los jueces, sin que ello implique realizar juicio alguno al respecto, circunstancia de público y notorio que ha llegado en el presente año a generar  profundas divergencias, incluso en el ámbito interno de la magistratura. --------------------------------------------

Que tampoco es de negar que uno de los caracteres esenciales de un Poder Judicial republicano y democrático, es su rol contramayoritario, independiente del voto popular a fin de poder asegurar el derecho de las minorías, razón por lo cual, la Constitución les garantiza a sus miembros un sistema de inmunidades para el ejercicio con total independencia de dicha función. Que la a ponderación de dichas reflexiones, lleva a sostener que el ejercicio contramayoritario de los poderes judiciales, debe ser ejercido de un modo razonable, proporcionado y esgrimiendo la prudencia como cualidad esencial de la función jurisdiccional, limitando su alcance a los fines para los cuales la soberanía popular, mediante la Carta Magna, ha investido a los jueces de dichas facultades. Esto es, esencialmente para ser un muro de contención cuando se verifiquen excesos incompatibles con los principios y valores que subyacen en los enunciados constitucionales por parte de las mayorías y fundamentalmente para evitar el avasallamiento a las minorías vulnerables, actuando como freno y contrapeso. Por ello, tan grave -o quizás más-, como desconocer la cualidad contramayoritaria de los jueces en su función jurisdiccional, es que éstos en un ejercicio irracionalmente ampliado de dicha potestad (cuando no se encuentra en juego cuestiones que hacen a la plenitud de los derechos reconocidos a las minorías y/o a las garantías reconocidas por la Constitución a los ciudadanos para el ejercicio de sus derechos fundamentales o al reparto de competencias republicanas), coarten las realizaciones que el Pueblo, como Soberano, proyecte mediante el ejercicio de su voluntad expresada mayoritariamente puesto que ello implicaría negar la esencia misma de los principios republicanos de que se nutre, tanto la Constitución de la Nación como la Constitución de la Provincia, y que es el sostén de todo el sistema político y social establecido para sus instituciones dentro de un marco esencialmente democrático. ---------------------------------------------



Que la democracia implica un sistema en el cual la voluntad soberana de un pueblo es constituida por las sumatorias de las voluntades individuales de los sujetos que la conforman, que comulgan una misma idea, y que se imponen mayoritariamente sobre quienes abrazan otras distintas. Que nuestro sistema de derecho constitucional, toma dichos principios, perfeccionándolos de tal modo, que sin desconocer la voluntad mayoritaria, tenga su cuota de participación de modo proporcional la minoritaria, por lo que, no afectándose el derecho de éstas, no existe motivo alguno para obstaculizar la voluntad soberana y el derecho de los pueblos a su autodeterminación, y a elegir el camino para sus futuras realizaciones mediante la toma directa de decisiones. -----------------------------------



En el sentido antes indicado, Ricardo Luis Lorenzetti -Teoría de la Decisión Judicial, pág. 269 y ss, Ed.. Rubinzal Culzoni, año 2006- afirma que los derechos fundamentales pueden ser reglamentados a los fines de ponerlos en práctica, y que esa actividad legislativa o judicial debe ser relacionada con otros derechos en un proceso de compatibilización, proceso en el cual se deben establecer límites en los cuales se ponderará principalmente la máxima de la proporcionalidad y de la igualdad en el reparto de cargas, señalando que los límites que se establezcan no podrán afectar su contenido esencial, lo que será cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo hacen impracticable, tornándose irrazonable, por lo que las normas limitadoras deben ser interpretadas con criterio restrictivo y en el sentido más favorable a la eficacia y a la esencia de los derechos. Esto es en razón de que la afectación desproporcionada no es legítima, ya que ésta debe ser utilizada para salvaguardar un interés general, para la obtención de un fin propuesto, de un modo adecuado, no debiendo afectar el derecho fundamental, si existe una opción de menor afectación al mismo. Además, debe observarse el principio de igualdad (del art.18 de la Constitución de Santiago del Estero, de idéntico corte que el art. 16 de la Constitución Nacional), cuidando de que la limitación no sea discriminante, en el sentido de poner a una persona en situación desigual respecto a las demás, sin un fundamento razonable, ya que el fundamento de la medida puede ser correcto al sustentarse en un interés general, pero su implementación al ser desigual sin un motivo razonable, resulta discriminatoria. El mismo autor, en la obra citada (en pág. 399, 417 al 420) en cuanto a la interpretación constitucional, expresa que el juzgador que no mide los efectos de lo decidido en cuanto al caso concreto, o también las consecuencias posteriores o el impacto del fallo en otros pronunciamientos, consuma una interpretación descalificable por imprevisora (citando a Néstor Sagüés). Respecto a las decisiones contramayoritarias, sostiene que la Corte puede dictarlas, en defensa de la Constitución y de las minorías, pero es necesario que las mismas tengan cierto consenso en la comunidad, para tener algún efecto, puesto que las decisiones de los jueces, si bien constituyen un gran aporte en la democracia deliberativa, nunca la sustituye, por lo que, su actuación  debe asegurar el procedimiento para que tanto la voluntad mayoritaria como la minoritaria se expresen, por lo que la referida actuación no debe ser sustantiva sino procedimental, garantizando los instrumentos de una expresión diversificada y plural, antes que sustituirlas mediante opiniones propias. Ello así, porque se deben sostener las reglas de la Democracia, y la República, que son esenciales para que la sociedad discuta y resuelva sus problemas, no debiendo nunca intentar reemplazarse ese debate, salvo situaciones extremas.-------------------------------------------------



VII) Ponderando todas las consideraciones realizadas, se concluye con total convencimiento, que el respeto a los principios y valores de la nueva Constitución, reformada en el año 2005, para su concreta aplicación al momento actual en que este fallo debe ser aplicado y en orden a las cuestiones sometidas a decisión, no se puede soslayar la existencia de cláusulas transitorias (5ta. y 6ta.), en la que se dispone un trato discriminatorio respecto al cómputo del primer mandato, según se trate del Gobernador o Vicegobernador de la Provincia al tiempo de la sanción y promulgación del texto constitucional reformado, sin expresar razón alguna para tal distinción, por lo que, conforme a lo antes expresado, la solución ponderativa debe inclinarse por aquella que menos afecte el derecho (a elegir y ser elegido en situaciones iguales) implicado para el primero un trato igualitario al establecido para el Vicegobernador, sin afectar la periodicidad de mandatos fijado por el art. 152 de la Constitución de la Provincia, la que seguirá vigente desde la fecha de su sanción en adelante, puesto que se computarán a partir de la misma, períodos de gobierno completos, sin contar el que se encontraba en curso al tiempo de la reforma, unificando un mismo régimen para ambos dentro del esquema contemplado en la cláusula transitoria 5º, salvándose de este modo con fundamento razonable la situación de desigualdad creada, siendo por lo tanto procedente confirmar la declaración de inconstitucionalidad de la cláusula transitoria 6ta.------

Que lo antes expresado encuentra plena justificación en lo enunciado por el art. 18 de la Constitución de la Provincia que en su parte pertinente establece: “Todas las personas son iguales ante la ley, gozan de la misma dignidad y merecen idéntico respeto. La presente constitución no admite discriminaciones por razones o pretexto de raza, etnia, sexo, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición social o económica, ni cualquier otra circunstancia que implique distinción, exclusión, restricción o menoscabo. La Provincia procurará la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la igualdad impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad. Promueve medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución…”.---------



Que también se debe destacar otros elementos de real valía que se tienen en cuenta para llegar a dicha decisión, tal el hecho que lo que se decide de esta manera, de ningún modo implica desconocer la periodicidad fijada por la Constitución, la que queda definitivamente consagrada en el marco normativo vigente, alejando la posibilidad de reelección indefinida en el estado actual de cosas, sostenida por uno de los pretendientes de este desacuerdo interpretativo del mandato constitucional.-----



VIII) Que resulta apropiado dejar debidamente sentado que el control de constitucionalidad atribuido al Poder Judicial hoy en día lo faculta a tachar por inconstitucional normas contenidas en la misma Constitución, cuando se rompe la armonía de sus enunciados ya antes señalada, siendo unos de los casos mas trascendentes el fallado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al poco tiempo de reformarse la Constitución Nacional en 1994 cuando en el leading case “Fayt” declaró la inconstitucionalidad del art. 99 que impone un límite de edad para el ejercicio de la magistratura respecto del actor, hecho que permite que hasta el día de la fecha, Carlos Fayt, actual ministro de la Corte Suprema, siga ejerciendo en el cargo. Es que en el constitucionalismo moderno ya nadie duda de esta potestad jurisdiccional, puesto que como lo ha sostenido el maestro mejicano y muchos años juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Héctor Fix-Zamudio, ello es posible puesto que la Constitución, aparte de ser un texto escrito, es ante todo una vivencia colectiva, donde las contradicciones e incoherencias de la constitución formal tienen una vía de solución por la existencia de una constitución material (Veinticinco Años de Evolución de la Justicia Constitucional, 1940-1965, Pág. 153, Instituto de Investigaciones Jurídicas, México 1968). Es que resulta lógico que cuando se produce una antinomia o contradicción entre dos cláusulas de la Constitución, prevalecerá siempre aquella que contemplen principios y valores que en la ponderación contenga mayor peso en orden a los derechos fundamentales que la misma constitución resguarda respecto a otra que si bien la integra, en la aplicación al caso concreto implica un avasallamiento sin justificativo al derecho protegido.----------------------------------------

IX) Sin perjuicio de lo antes expresado, el elemento justificatorio de mayor peso en lo decidido, se centra en establecer el verdadero sentido de la función jurisdiccional constitucional, rescatando su más alta esencia, que es el respeto a los principios esenciales de la Democracia Republicana, en el que, sin afectar en absoluto los derechos de las minorías, se busca establecer un mecanismo que facilite que el verdadero juez de esta contienda, sea la voluntad soberana mayoritaria del Pueblo de la Provincia de Santiago del Estero en su integridad, quienes como verdaderos y legítimos dueños de la potestad de impartir justicia, conforme lo determina el art. 177 de nuestra Constitución -dado el contexto en que se emite esta decisión, y a sólo días de la realización del acto eleccionario, en el que se elegirá quien ejercerá el cargo de gobernador para el período 2013-2017- podrán legitimar o deslegitimar, lo aquí decidido, mediante la emisión de su voto, acompañando o no respectivamente, a la persona cuyo impedimento establece el art. 6to transitorio, lo que no podría el Pueblo susbsanar si éste Tribunal se inclinaría por la solución opuesta. En este sentido, hay que recordar que no existe Democracia sin Constitución, pero fundamentalmente no existe Constitución sin Democracia, siendo apropiado tener presente lo sostenido por el reconocido jusfilósofo neozelandés Jeremy Waldron, en su libro “Derecho y desacuerdos” (Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales S.A., Madrid, 2005) quien si bien critica al constitucionalismo en el aspecto de limitar las mayorías democráticas, es de rescatar sus afirmaciones cuando entiende que los desacuerdos referidos a las diferentes opiniones sobre el Bien Común y la Justicia, deben ser resueltos por todas las personas afectadas por un problema, quienes tienen derecho a opinar sobre su solución, sugiriendo para ello la búsqueda de un procedimiento para poder de algún modo evaluar los miles o millones de opiniones individuales, respecto a dicho problema, afirmando que un procedimiento de toma de decisiones respetuoso será aquel que en la medida de la factibilidad acuerde la posibilidad de escuchar la opinión de todos, para tomarla en cuenta, puesto que entiende que cuando existen desacuerdos en las circunstancias políticas, como lo son las electorales, la decisión mayoritaria es el único procedimiento de toma de decisiones, consistente o que parte de un criterio de igualdad entre todos, que en el caso, es el derecho a opinar mediante el sufragio.------------------------------



Ya de antaño el Marqués de Robespierre engendró la idea de que el único guardián de la Constitución capaz de defenderla es el Pueblo (“Textes Choisi” T.1º Pag. 159, Edition Sociales Año 1963 Francia). De igual modo, uno de los grandes pensadores argentinos del derecho de los últimos tiempos, Carlos Nino, sostiene que un procedimiento que asegure la participación en las discusiones colectivas de todos aquellos que puedan verse afectados por una decisión determinada, es más confiable que cualquier otro procedimiento alternativo para tomar decisiones moralmente legítimas (El Constructivismo Ético, Centro de Estudios Constitucionales- Madrid 1989) puesto que, resulta simplemente imposible examinar solo con su texto a la Constitución sin apelar a ningún tipo de consideraciones morales, lo que inescindiblemente se encuentra vinculado a la ponderación de principios.-------

X) En los considerandos anteriores se ha abordado la cuestión a resolver, en donde se ha recorrido por los más diversos pensamientos de la iusfilosofía del derecho constitucional universal, y si bien, los autores citados pertenecen a escuelas diferentes del pensamiento, e incluso en algunos casos opuestas, todos son coincidentes en la solución que se propone, en la que se concibe a la Constitución no como un fin en si mismo, sino como el medio instrumental mas importante para que los pueblos alcancen sus fines mas altos, dentro del Contrato Social concebido por Thomas Hobbes.-----------------------

En orden a las reflexiones precedentes, la pretensión de restringir la participación de la soberanía popular a fin de facilitar la gobernabilidad limitando las demandas, parece conforme lo sostiene Bobbio (“La crisis de la democracia y la lección de los clásicos”. Pág. 15. Editorial Ariel 1985- España- Norberto Bobbio.), parece ocultar el fantasma del despotismo ilustrado y en cualquier caso resulta una tentación demasiada fácil pero incompatible con una sociedad democrática regida por gobernantes representativos y lo suficientemente libre para que sus miembros expresen sus pretensiones legitimas. (“La gobernabilidad, ciudadanía y democracia en la encrucijada mundial” Pág. 65. Ed. Siglo XXI, España Editores S.A. X Arbós y S. Giner.).-----------------------

En conclusión, el Pueblo de Santiago del Estero, en su conjunto, tiene la suficiente madurez para saber lo que pretende ante un hecho de singular trascendencia como lo es la elección de sus autoridades, y hasta podría parecer un verdadero insulto a su inteligencia, pretender sustituir en definitiva su voluntad por el criterio u opinión personal de cinco Magistrados que componen este Alto Cuerpo de Justicia, por lo que sin desmerecer las atribuciones constitucionales conferidas y no pretendiendo escapar a su responsabilidad de juzgar, la decisión de esta importante cuestión, radica en remover todos los obstáculos que imposibiliten que la verdadera decisión la tomen los únicos y verdaderos destinatarios de lo que en definitiva se decida, que es el Pueblo.-------------------



En virtud de los argumentos expuestos, normas legales citadas, doctrina y jurisprudencia reseñadas, adhiero a lo dispuesto por los Magistrados que me preceden en el orden de votación. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Raul Alberto Juarez Carol - Armando Lionel Suarez - Ante mí: Dra. Isabel M. Sonzini de Vittar - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe. 

Santiago del Estero dieciocho de octubre del año dos mil trece.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la el Tribunal en Pleno del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) No hacer lugar al recurso de apelación por salto de instancia interpuesto por el Partido Político Movimiento Santiago Viable, y en su mérito, II) Confirmar la sentencia emanada del Juzgado en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación, de fecha 13 de septiembre de 2.013 (fs. 179/199), por los motivos expuestos en los considerandos precedentes, en cuanto declara la inconstitucionalidad de la Clausula Transitoria Sexta de la Constitución de la Provincia y habilita al ciudadano Gerardo Zamora a participar en las elecciones previstas para el 27 de octubre, como candidato en la categoria de Gobernador de la Provincia de Santiago del Estero. III) A sus efectos por Secretaria comuníquese al Tribunal Electoral de la Provincia y Junta Electoral Nacional adjuntando copia de la presente resolución. IV) Costas por su orden atento la naturaleza de la cuestión planteada. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Sebastian Diego Argibay – Gustavo Adolfo Herrera - Raul Alberto Juarez Carol – Eduardo José Ramón Llugdar - Armando Lionel Suarez - Ante mí: Dra. Isabel M. Sonzini de Vittar - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.
90
1

